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Vo. Bo.
MINISTRA:
Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión virtual de trece de enero de dos mil veintiuno, emite la siguiente:

S E N T E N C I A
Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 6942/2019, interpuesto por **********, contra la sentencia dictada el veintidós de agosto de dos mil diecinueve, por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, en la cual se concedió el amparo a **********.

La cuestión jurídica a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en analizar, en caso de que se cumplan los requisitos procesales correspondientes, la relación que existe entre el interés superior de la infancia y el derecho de igualdad en las relaciones familiares al momento de fijar la guarda y custodia de un niño o niña, así como el contenido y alcance del derecho de participación de estos últimos en los juicios en que se diriman sus derechos.  
I. ANTECEDENTES
1. Hechos. En la Ciudad de Morelia, Michoacán, en el mes de agosto de dos mil doce, ********** y ********** iniciaron una relación de noviazgo.
2. Posteriormente, en el mes de octubre de dos mil doce, por razones de trabajo, la señora ********** cambió su residencia a la ciudad de Guadalajara, Jalisco. 
3. Dadas las diferencias entre la señora ********** y el señor **********, ambos decidieron terminar su relación. Sin embargo, la señora ********** se encontraba embarazada. El seis de octubre de dos mil trece nació la niña **********.
4. Debido a las constantes diferencias y discusiones que tenían, el señor ********** le pidió a la señora ********** que le permitiera llevarse a su hija a vivir con él, cuestión que de acuerdo con lo manifestado por el primero de los mencionados, ocurrió el ocho de diciembre de dos mil trece (cuando la niña tenía dos meses de edad)
. Debe destacarse que, respecto de este hecho, el señor ********** indica que la señora ********** otorgó su consentimiento para que la niña se fuera a vivir con él; sin embargo, ella señala que esto ocurrió sin su consentimiento, ya que, en el mes de octubre de dos mil quince (cuando la niña tenía dos años), el accionante aprovechó que ella estuvo en un curso de trabajo y se llevó a la hija a su domicilio y, posteriormente, se negó a reincorporarla. Lo cierto es que, sobre estos hechos, y particularmente sobre la edad que tenía la niña cuando sucedieron, el Tribunal Colegiado determinó que no hubo prueba que los acreditara en el juicio.
5. Posteriormente, de acuerdo con lo señalado por el señor ********** en su demanda del juicio de origen, el veinticuatro de noviembre de dos mil quince, la señora ********** pretendió cancelar la autorización del señor ********** para que pudiera recoger a la niña de la Estancia para el Bienestar y Desarrollo Infantil número 104 del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, lo que generó una discusión, derivado de lo cual la señora ********** amenazó al señor ********** con quitarle la custodia de su hija. Por tal razón, el señor ********** determinó no llevar a la niña a la guardería, recurriendo al apoyo de su madre para el cuidado de ésta.
6. Lo ocurrido dio origen a mutuas imputaciones penales. Se inició la averiguación previa número **********, con fecha dos de diciembre de dos mil quince, derivada de la denuncia por escrito presentada por ********** con motivo del delito de amenazas y/o el que resulte, en contra de quien o quienes resulten responsable, en agravio del referido denunciante y de su menor hija **********. Asimismo, se inició una carpeta de investigación número **********, por los hechos que la ley señala como delito de retención o sustracción específica de persona menor de edad o que no tenga la capacidad de comprender el hecho y lo que resulte, en perjuicio de la niña, interpuesta por ********** en contra de **********.
7. Juicio sumarísimo familiar (expediente **********). Con base en los anteriores hechos, el veinticinco de noviembre de dos mil quince, el señor ********** demandó a la señora **********: (i) la declaración judicial de custodia de la niña (quien en esa fecha contaba con dos años, un mes de edad), y (ii) la regulación de un régimen de convivencias con su progenitora. El conocimiento de la demanda correspondió al Juez Séptimo de Primera Instancia en Materia Familiar del Distrito Judicial de Morelia. 
8. Audiencia de conciliación. El quince de diciembre de dos mil quince, se desahogó la audiencia de conciliación entre las partes con la intervención del agente del Ministerio Público adscrito al juzgado, sin obtener resultados favorables.
9. Guarda y custodia provisional. Por esta razón, el once de enero de dos mil dieciséis, el Juez de la causa decretó la guarda y custodia provisional de la niña a cargo de su progenitor y un régimen de convivencia con la madre y los dos hermanos mayores de la niña. El Juez indicó que dicha determinación se sustentaba en el interés superior de la niña, a fin de garantizar la estabilidad en el ambiente en el que se desarrollaba, y en la observancia del principio de igualdad entre el hombre y la mujer; esto es, sin perjuicios de género, pues en el nuevo modelo de familia, los progenitores deben gozar de los mismos derechos a participar y cooperar, a fin de realizar las tareas del hogar y el cuidado de los hijos. 
10. Providencia precautoria sobre modificación de declaración judicial de guarda y custodia provisional. En desacuerdo con dicha determinación, la señora ********** solicitó la modificación de la guarda y custodia provisional. Mediante auto de veintinueve de febrero de dos mil dieciséis, el Juez de primera instancia negó la petición
. 

11. Audiencia sumarísima y sentencia definitiva. El veintisiete de abril de dos mil dieciséis, las partes ofrecieron diversos medios de prueba. Posteriormente, el siete de febrero de dos mil diecisiete, el Juez dictó sentencia en la que determinó conceder a los progenitores la guarda y custodia compartida (un mes con cada uno) respecto a su hija menor de edad y no hizo condena en costas. 

12. Recurso de apelación (expediente **********). **********, por propio derecho y en representación de la niña, interpuso recurso de apelación, al que se adhirió **********, por conducto de su apoderado. El tres de mayo de dos mil diecisiete, la Quinta Sala Civil del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Michoacán modificó la sentencia, a fin de fijar la guarda y custodia únicamente a favor del señor **********.
13. Primer juicio de amparo directo (expediente **********). En desacuerdo con dicha sentencia, el veintisiete de mayo de dos mil diecisiete, **********, por propio derecho, promovió juicio de amparo. Por su parte, el señor de ********** promovió amparo adhesivo. 
14. El veintisiete de septiembre de dos mil dieciocho, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito concedió el amparo para el efecto de que la Sala responsable resolviera nuevamente lo relativo a la custodia de la niña, para lo cual debía valorar todo el material probatorio, a fin de establecer cuál era el ambiente más benéfico para el desarrollo integral de la niña, tanto presente como futuro. 
15. Asimismo, el Tribunal Colegiado indicó que la Sala debía fijar el régimen de convivencia entre la niña y el o la progenitora no custodia; esto sin soslayar la distancia geográfica existente entre la residencia que sus progenitores tienen, pues el padre vive en el estado de Zacatecas y la madre en Veracruz. 

16. Sentencia dictada en cumplimiento. El veintitrés de octubre de dos mil dieciocho, la Sala dictó nueva sentencia en la que modificó la sentencia de primera instancia, al estimar que había sido incorrecta la determinación del Juez de primera instancia de fijar la guarda y custodia compartida, en tanto que ésta tuvo sustento en la idoneidad de ambos padres para ejercerla y no en si ello generaba el ambiente más propicio para el desarrollo integral de la personalidad de la niña; es decir, el escenario que le resultaría más benéfico. 

17. Al respecto, la Sala indicó que de las pruebas analizadas por el Juez era posible observar que en ese momento la niña tenía cinco años de edad; que  ambos progenitores vivían en distintos estados de la República por cuestiones laborales (el padre en Zacatecas y la madre en Veracruz); que la niña había estado de facto bajo la custodia del padre y en constante convivencia con su madre; que no habían datos que permitieran establecer la existencia de un riesgo latente de continuar así; que el padre y la madre desarrollan una actividad ocupacional distinta, ambas en el Poder Judicial de la Federación, pues mientras el padre trabaja en un área administrativa, la madre en una jurisdiccional; que consecuentemente el padre tenía mayor posibilidad de atender a la niña por el margen de tiempo disponible con el que cuenta, mientras que la madre había faltado a su deber de convivir con la niña en los términos decretados en autos por atender cuestiones laborales. 

18. En virtud de lo anterior, la Sala consideró que la custodia compartida era perjudicial para la niña, pues no solo conlleva que cambie constantemente de domicilio, sino la variación de su entorno y dinámica familiar. Por lo tanto, la Sala determinó que la guarda y custodia debía quedar exclusivamente a cargo del padre de la niña, a fin de garantizar su estabilidad. 

19. Asimismo, indicó que la madre de la niña tendría derecho a convivir abiertamente con su hija; es decir en la medida que su tiempo disponible y recursos económicos lo permitan, previo aviso al progenitor, la cual debería llevarse a cabo en el Estado de Zacatecas por ser el lugar en el que la niña radicaba en ese momento. De igual forma, apercibió tanto a la señora ********** como al señor ********** para evitar emitir comentarios que pudieran denigrar de cualquier manera la imagen que la niña tenía de ellos y conminó a las partes a recibir terapia psicológica. 

20. Segundo juicio de amparo directo (expediente **********). En desacuerdo, el veinte de noviembre de dos mil dieciocho, ********** promovió juicio de amparo, en el que, entre otras cosas, señaló que la determinación de la Sala responsable de otorgar la guarda y custodia a favor del padre, se sustentó incorrectamente en el tiempo que tenía la niña con él, sin tomar en cuenta que esto ocurrió sin su consentimiento; asimismo, señaló que la sentencia se basó en un estereotipo de género sobre la mujer trabajadora, y que no se tomó en consideración que en virtud del sexo de la niña lo más adecuado era que estuviera con su madre. 
21. Por su parte, ********** presentó juicio de amparo adhesivo, en el que señaló que desprender a la niña de su entorno habitual en el que se encontraba, según su dicho, desde que tenía dos meses de edad, le generaría graves problemas en su desarrollo, pues se rompería su estabilidad emocional.

22. El veintidós de agosto de dos mil diecinueve, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito concedió el amparo a la quejosa principal y lo negó al quejoso adhesivo. 

23. Así, el Tribunal Colegiado ordenó que se dejara insubsistente la sentencia recurrida y en su lugar emitiera otra en la que determinara que al acreditarse el traslado inadecuado que vivió la niña de su domicilio inicial habitual a uno diverso, sin existir una justificación suficiente para ello, resultó evidente que esa separación se ejerció en perjuicio de la niña. 

24. Asimismo, señaló que, al no existir pruebas en el expediente que informaran sobre la existencia de algún peligro evidente o posible para la niña en el domicilio en el que se encontraba al cuidado de su madre y posiblemente en conjunto con el padre, el mejor escenario para la niña era que se viera compensada del efecto que resintió, al haber sido separada del cuidado que implicaba la custodia de la madre. Por lo tanto, a fin de privilegiar el interés superior de la niña, determinó que lo más adecuado para ella era tener ahora un desarrollo de su personalidad al lado de su madre, quien no ha tenido su custodia, con el propósito de lograr un equilibrio de oportunidad para la niña de interactuar de manera similar con ambos padres, aunque esto no sea posible en forma simultánea con los dos debido a su separación, y propiciar una presencia efectiva de esas funciones simbólicas de ambos.
25. Por otro lado, el Tribunal Colegiado señaló que la Sala debía pronunciarse sobre el régimen de convivencia de la niña con su padre, en el cual se debía velar por su interés superior. 

26. Finalmente, precisó que, a fin de no afectar la educación de la niña, se debía fijar fecha y hora lo más pronto posible para el efecto de que se llevara a cabo la diligencia de entrega de la niña a su progenitora debiendo prever que comienza un ciclo escolar. 
27. Recurso de revisión. En contra de la sentencia de amparo, ********** (tercero interesado), por sí y en representación de la niña, interpuso recurso de revisión, en el que se inconformó con el cambio de guarda y custodia de la niña a favor de su madre, al estimar que esta determinación se sustentó en estereotipos de género, pues se consideró que la mamá, por ser mujer, es la más apta para ejercer la custodia; asimismo, indicó que debía escucharse la opinión de la niña respecto a este cambio de guarda y custodia. 
28. El veintisiete de septiembre de dos mil diecinueve, el Presidente de esta Suprema Corte registró el recurso con el número de expediente 6942/2019 y lo desechó, al estimar que en la demanda de amparo no se planteó ningún concepto de violación sobre inconstitucionalidad e inconvencionalidad de una norma de carácter general, ni se solicitó la interpretación algún precepto constitucional o de un derecho previsto en un tratado internacional. 
29. Recurso de reclamación (expediente 2688/2019). En desacuerdo, **********, por propio derecho y en representación de su hija menor de edad, interpuso recurso de reclamación. En sesión de seis de mayo de dos mil veinte, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró fundado el recurso de reclamación, por lo que se ordenó su admisión
. 
30. Trámite del recurso de revisión. En cumplimiento a lo anterior, mediante acuerdo de dieciséis de junio de dos mil veinte, se admitió a trámite el recurso de revisión y se turnó el expediente respectivo a la ponencia de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat para la elaboración del proyecto de resolución.
II. COMPETENCIA

31. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y los puntos Primero y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece
.
III. LEGITIMACIÓN Y OPORTUNIDAD
32. De conformidad con el artículo 5, fracción III de la Ley de Amparo
, el recurso de revisión se hizo valer por parte legitimada, pues ********** tiene el carácter de tercero interesado en el juicio de amparo y se inconforma con la sentencia al estimar que le causa perjuicio a él y su hija menor de edad, pues se le privó de la guarda y custodia de esta última. 
33. En términos del artículo 86 de la Ley de Amparo, el plazo de diez días para interponer el recurso de revisión transcurrió del viernes seis al jueves diecinueve de septiembre de dos mil diecinueve
. Por lo tanto, si el recurso se presentó el diez de septiembre de dos mil diecinueve en la oficialía de partes del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, entonces es oportuno. 
IV.
ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER

34. A fin de resolver el presente recurso de revisión es imprescindible hacer referencia a los conceptos de violación, a las consideraciones de la sentencia recurrida y a los agravios planteados por el recurrente.

35. Demanda de amparo. La quejosa expuso en síntesis los siguientes conceptos de violación: 

a) La sentencia reclamada está indebidamente fundada y motivada. El hecho de que la niña haya permanecido con su padre desde antes de que iniciara el juicio no debe ser un factor decisivo para determinar la guarda y custodia. Lo anterior, en virtud de que eso nunca ocurrió por voluntad de la quejosa sino por decisión del padre de la niña y la determinación judicial posterior.

b) La Sala debió tomar en consideración que, durante sus primeros años de vida, la niña vivió con su madre y sus hermanos, por lo que el hecho de que se fijara ahora la custodia en favor de la quejosa no le depararía ningún perjuicio.
c) La Sala omitió exponer las razones o motivos por los cuales era necesario que la quejosa tuviera que haber aducido o probado circunstancias y condiciones pasadas para que pudiera obtener la custodia de su hija. En todo caso, lo cierto es que la quejosa ha mencionado los cuidados y atenciones que tuvo con su hija a fin de lograr su buen desarrollo físico y emocional.

d) Se debió tomar en consideración que en autos obra la denuncia que presentó la quejosa en contra del padre de la niña, por el delito de sustracción o retención de su hija, lo que justifica que estaba al tanto de su cuidado cuando estuvo a su lado.

e) Al momento de fijar la custodia, la Sala soslayó la identidad del sexo entre la niña y la quejosa, lo que genera entre las dos un vínculo de suma importancia. Además, debió valorarse que la quejosa vive con los hermanos de la niña, a quienes identifica de manera positiva y los percibe protectores. En ese sentido, resulta en beneficio de la niña vivir con sus hermanos. 
f) El hecho de que el padre de la niña viva en Zacatecas y la quejosa en Veracruz no representa un motivo suficiente para preferir que quien ostente la custodia de la niña sea el padre. 
g) La Sala no justificó por qué razón las diferencias del trabajo que tiene la quejosa (jurisdiccionales) y el padre de la niña (administrativas) provocan que el más apto sea el padre. Además, la Sala debió tomar en cuenta que ella sí comprobó su jornada laboral, lo cual no ocurrió con el actor. 

h) En autos no existe ningún medio de prueba que acredite que solo el actor es quien puede brindarle estabilidad a la niña. Incluso, debe tomarse en consideración que a la quejosa se le fijó un régimen de convivencia abierto con su hija, lo que demuestra que su relación es buena y no nociva. 

i) La determinación de la Sala responsable se sustentó incorrectamente en las labores que desempeña la quejosa, pues se estimó que, en virtud de éstas no podría brindar a su hija atención especializada, lo cual resulta discriminatorio. En el caso, no existe evidencia que justifique que el trabajo de la quejosa le impida cuidar a su hija. Además, de permanecer al lado de su padre, podría generarse la idea en la niña de que una madre que trabaja, y sobre todo como juzgadora, puede ser separada de sus hijos por cuestiones laborales, lo que desde luego sería perjudicial y podría influir en la conformación de su personalidad. 

j) Fue incorrecta la determinación de la Sala responsable al sostener que solo el progenitor puede brindar una atención especializada a la niña, mientras que la quejosa recurrirá a terceras personas para su cuidado, pues esto no tiene sustento probatorio. 

k) Se debió tomar en consideración que el tiempo que ha durado su hija con su padre obedeció a que la resolución del juicio se ha prolongado. Por lo tanto, dicha cuestión no pude sustentar que no sea electa como madre custodia. 

l) La Sala debió tomar en cuenta los efectos nocivos que se generan en la niña al no estar al lado de su madre. De la valoración psicológica que se le practicó a la niña se desprende que ella manifestó que vive bien con su padre, pero que extraña a su madre.  Además, la psicóloga nombrada por el padre de la niña indicó que la falta de continuidad de la relación de convivencia entre la niña y su madre afectará su desarrollo en todas las esferas de su vida. 

m) Fue incorrecto que se limitara el régimen de convivencia al Estado de Zacatecas, pues no existe ninguna justificación respecto a por qué la niña no podría salir de dicha entidad federativa o de que al hacerlo se le generaría algún perjuicio. 

n) Se debieron recabar pruebas de manera oficiosa para definir cuáles son las condiciones de la vida de la quejosa con el nuevo cargo que desempeña. 

o) La sentencia reclamada se sustenta en un estereotipo de género, en el sentido de que si la quejosa desea tener la custodia de su hija debe dejar de trabajar o tener un trabajo menos remunerado para que su jornada de trabajo se reduzca y entonces pueda tener más tiempo para la referida custodia. La Sala debió tomar en consideración no solo el interés superior de la niña, sino también el derecho a la no discriminación de la quejosa.
36. Sentencia de amparo. Las principales consideraciones del Tribunal Colegiado para conceder el amparo a la quejosa fueron las siguientes: 

a) Es infundada la pretensión de la quejosa respecto a que la Sala debió allegarse de los elementos de convicción sobre las condiciones de vida de la quejosa con el nuevo cargo que desempeña. Si bien es cierto que tratándose de asuntos en materia familiar en donde se encuentra involucrada una menor de edad la autoridad judicial tiene la facultad de recabar medios de prueba, siempre que sean conducentes para el conocimiento de la verdad sobre los puntos controvertidos, lo cierto es que esto no implica que se convierta en investigador a ultranza. 

En el caso, sería ocioso reponer el procedimiento a efecto de que la Sala recabe las pruebas en donde se le informe sobre el nuevo cargo que desempeña y la jornada laboral de la quejosa, dado que tal cuestión puede ser obtenida a través del Acuerdo General 21/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las “Condiciones Generales de Trabajo para los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito”; cuestión que al tratarse de publicaciones oficiales del Consejo de la Judicatura Federal, se pueden invocar como hecho notorio. 
b) Son fundados los demás conceptos de violación expuestos por la quejosa, suplidos en su deficiencia. Lo anterior, porque la Sala responsable debió advertir y ponderar adecuadamente como aspecto fundamental para el dictado de la resolución reclamada que el otorgamiento de la guarda y custodia debe atender al escenario que le resulte más benéfico a la niña.

c) Está claramente establecido que ambos progenitores son aptos para ejercer la custodia de su hija, pues no se desprende que representen determinado peligro para la niña.
d) Con independencia de los pormenores narrados por ambas partes a lo largo del juicio, relacionados con las diferencias y discusiones entre los padres, lo cierto es que, de las constancias de autos y de las pruebas desahogadas, se advierte que ambas partes reconocieron el traslado de la niña involucrada del domicilio en el que habitualmente radicaban a uno diverso. El progenitor afirmó que fue con consentimiento de la madre (desde que la niña contaba con dos meses de edad) y la madre señaló que fue sin su consentimiento (fue hasta el mes de octubre de dos mil trece, cuando el padre de la niña se aprovechó de que la quejosa estuvo en un curso de trabajo, se llevó a la niña a su domicilio y se negó a reincorporarla).

En ese sentido, debe considerarse que dicho traslado se llevó a cabo de manera injustificada, en tanto que no existe prueba que acredite en forma plena los hechos señalados por el padre de la niña con relación a que debido a los constantes cambios de estado de ánimo y ante la suspensión de leche materna le pidió a la madre de la niña que le permitiera llevarse a su hija a vivir con él a su domicilio. 

Es decir, lo único cierto en autos es que las circunstancias en que ocurrió el traslado y la permanencia de la niña no fue la idónea para ella dada su corta edad al momento en que ocurrió el suceso, pues esto se presentó en un momento de crisis familiar, sin que ambos velaran por el derecho de la niña o su interés superior tratando de hacer llevadera la situación en que vivían como pareja y aun después de su separación, a fin de que sus de que sus desavenencias trascendiera lo menos posible a su hija.
En ese sentido, de una u otra manera, la salida de la niña del domicilio habitual obedeció precisamente a las desavenencias en la pareja, en donde se hacía prudente y hasta necesario que llegaran a un acuerdo, aunque fuera provisional y básico, que asegurara la protección e integridad psico-emocional de la infante, en tanto que según se advierte de lo aducido por ambos padres, el motivo fundamental y que produjo su ruptura, fueron diferencias o desencuentros generados por o entre ellos.

De igual forma no existen pruebas que acrediten la existencia de algún peligro evidente o incluso probable para la niña en el domicilio en el que se encontraba originalmente al cuidado de su madre. 

e) La perita en psicología nombrada por el actor señaló que la falta de continuidad de la relación de convivencia entre la niña y su madre tendría un impacto en todas las esferas de vida de la niña. De igual forma, la perita de la quejosa hizo alusión a los impactos que tendría en la vida de la niña la separación de su madre y sus hermanos. 
De lo anterior se desprende que es innegable que en los primeros meses y años de vida, las previsiones de la naturaleza conllevan una identificación total del hijo o hija con su madre; no solo respecto a necesidades biológicas (alimentación a través de la leche materna), sino como lo han desarrollado diversos especialistas a nivel internacional, el inicial protagonismo de las madres en la conformación de la personalidad de sus hijos e hijas durante la primera etapa de su vida resulta determinante en el desarrollo de su conducta hacia el futuro.

Ahora bien, como también lo señalan los expertos, pasado cierto periodo, opera un progresivo proceso de individuación del niño o de la niña, a través de la necesaria e insustituible presencia de ambos progenitores. El niño o la niña necesita tanto de su madre como de su padre, aunque de modo diferente, en función de la edad, 

f) Como ya lo ha establecido la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no existe en el ordenamiento jurídico una suerte de presunción de idoneidad absoluta que juegue a favor de alguno de los progenitores, pues en principio tanto el padre como la madre están igualmente capacitados para atender de modo conveniente a los hijos. 

En ese sentido, no se comparte que para la determinación del interés superior de la niña la Sala responsable haya tomado en cuenta el tiempo que ésta ha pasado con su padre como un factor decisivo a efecto de otorgar la custodia a su progenitor. Si bien no está a discusión el cuidado óptimo que el padre le ha dado a la niña, así como el entorno en el que se ha desenvuelto dentro de su hogar, sus hábitos, costumbres y horarios; tampoco deben soslayarse las características del caso que hagan posible el desarrollo integral saludable de la niña, al atender a aquel escenario que le resulte más benéfico, es decir, todas aquellas circunstancias, pasadas, presentes y futuras.

El mayor lapso de su vida la niña ha estado en custodia de su progenitor con la oportunidad material que ello implica para conocerlo, interactuar, identificarse, conocer su procedencia y sus hábitos de vida que de manera natural habrán pasado a formar parte de la propia identidad de la niña, quien tiene derecho en el mejor entorno, a tener el cuidado de ambos padres.

Sin embargo, ante la separación de sus padres, debe procurarse un equilibrio en la oportunidad de la niña de tener acercamiento con cada uno de ellos, lo que en el caso particular se encontró difícil de lograr a través del régimen de convivencias que se dificultó por la residencia de cada uno de los padres en ciudades diferentes y distantes. 

Por ello se considera prudente la posibilidad para la niña de integrar a la conformación de su personalidad la interacción cotidiana con su madre con el fin de contribuir en su proceso de maduración a fin de lograr su cercanía con ambos padres, y propiciar una presencia afectiva de esas funciones simbólicas de ambos progenitores en su primera infancia.

g) Además, sin dejar de considerar que en materia de derechos de familia no adquiere firmeza de cosa juzgada dado que estos asuntos pueden alterarse o modificarse cuando cambien las circunstancias que afecten el ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio correspondiente, de conformidad con el numeral 926 del Código Familiar para el Estado de Michoacán, vigente a la presentación de la demanda. 
37. Recurso de revisión. En su escrito de revisión, el quejoso expuso los siguientes agravios: 

a) La sentencia del Tribunal Colegiado no incorpora el estándar de protección que deriva de los tratados internacionales en materia de los derechos de niñas, niños y adolescentes y su interés superior. 

b) La resolución se emitió con base en estereotipos y perjuicios en relación con el género y la situación económica de los progenitores. De esta manera, el Tribunal Colegiado realizó un inadecuado ejercicio interpretativo sobre el contenido y alcance de los derechos previstos en los preceptos 1º y 4º constitucionales, al considerar que es la madre, por ser mujer, quien atenderá con mayor eficacia a la niña, aunado a que en atención a la edad de la niña, esta necesita más de su madre que de su padre.

c) De todo lo anterior se concluye que el Tribunal Colegiado desatendió la interpretación constitucional que la Primera Sala ha construido en relación con el principio del interés superior de la infancia en la determinación de la guarda y custodia, particularmente, ante aquellas disposiciones normativas que otorgan preferencia a la madre.

d) El Tribunal Colegiado valoró las pruebas con base en una interpretación inadecuada de los artículos 1° y 4° constitucional. Aunado a que tomó en consideración pruebas periciales no actualizadas. 

e) La sentencia del Tribunal Colegiado no garantiza el derecho de audiencia de la niña, ya que nunca fue tomada en cuenta su opinión. 

f) La resolución del Tribunal Colegiado resulta ilegal e inconstitucional, ya que utilizó la figura de “factor decisivo”, cuyo alcance y contenido no está establecido en nuestro ordenamiento jurídico, para determinar a quien le corresponde ejercer la guardia y custodia de un niño, niñas o adolescentes en caso de que ambos progenitores acrediten igual aptitud.

V. PROCEDENCIA DEL RECURSO

38. De conformidad con la Ley de Amparo, el recurso de revisión en amparo directo se distingue por ser un medio de impugnación extraordinario, el cual solo es procedente cumplidos los requisitos señalados expresamente por la Constitución federal y la Ley de Amparo, motivo por el cual éstos deben ser analizados antes del estudio de fondo en toda revisión en amparo directo. 
39. De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 107, fracción IX, de la Constitución federal y 81, 83 y 96 de la Ley de Amparo, la procedencia del recurso de revisión en amparo directo se actualiza cuando en la sentencia de amparo se resuelva sobre la constitucionalidad de normas generales o la interpretación directa de un precepto constitucional o de tratado internacional que reconozca un derecho humano, o bien, se omita decidir sobre tales planteamientos de haberse hecho valer por el quejoso, siempre que tales aspectos sean de importancia y trascendencia para esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
40. Por su parte, el segundo punto del Acuerdo 9/2015, emitido por el Pleno de esta Suprema Corte, indica que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia cuando, una vez que se surta el requisito relativo a la existencia de un tema de constitucionalidad:
i. Se advierta que aquél dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional, o

ii. Lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.

41. En el caso, el recurso de revisión es procedente, pues se advierte la existencia de dos temas constitucionales de importancia y trascendencia.
42. En efecto, de lo relatado en el apartado denominado “elementos necesarios para resolver” es posible observar que el recurrente se inconforma con la determinación a la que arribó el Tribunal Colegiado —de cambiar la guarda y custodia definitiva de la niña a favor de su madre— en cuanto a dos aspectos fundamentales: 

1. Que esta determinación se tomó con base en estereotipos de género, considerando que la mamá, por ser mujer, es la más apta para ejercer la custodia, pues se estimó que la niña, por su edad, necesita más de su madre que de su padre; cuestión que no es acorde con el derecho a la igualdad, y
2. Que la niña no fue escuchada por el juzgador en el juicio y actualmente ya alcanzó la edad de seis años, por lo que debe oírsele para conocer su sentir sobre el cambio de guarda y custodia.

43. Lo anterior permite concluir que en el caso subsisten dos temas constitucionales que implican resolver —en el análisis de fondo— las siguientes problemáticas:

· Si la decisión del Tribunal Colegiado, en el sentido de que el mejor escenario presente y futuro para la niña, acorde con su interés superior, está en que ahora viva con su madre, a efecto de permitirle un desarrollo integral y de su personalidad, fortaleciendo sus vínculos afectivos con ella, es una decisión basada o no en una preferencia de la madre por razón de género; cuestión que entraña una interpretación directa del artículo 4º constitucional, en relación con el principio del interés superior de la infancia y el derecho de igualdad en las relaciones familiares, en ese aspecto.
· Si en los casos en que se dirime sobre la guarda y custodia de niñas y niños y durante la sustanciación del juicio no fueron escuchados directamente por la autoridad jurisdiccional (en razón de que no tenían una edad que se hubiere estimado apropiada para ello), pero durante el juicio de amparo alcanzan una edad que se juzgue suficiente para emitir su opinión, es factible o no reponer la instancia de apelación, a efecto de que sean escuchados y su opinión sea tomada en cuenta; aspecto que, evidentemente, involucra la fijación del contenido y alcances del derecho humano de los menores de edad a ser escuchados en los procedimientos jurisdiccionales en que se diriman sus derechos, previsto en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

44. Dichos temas cumplen también con el requisito de importancia y trascendencia, pues, aunque esta Primera Sala ya se ha pronunciado en distintas ocasiones sobre los elementos que deben tomarse en cuenta al momento de resolver cuestiones de guarda y custodia, así como sobre el derecho de participación de niñas, niños y adolescentes, lo cierto es que permitirá no solo reforzar esa doctrina, sino también generar un criterio específico a partir de las particularidades que el presente caso demanda. 
45. Además, la existencia de las cuestiones constitucionales advertidas, para efectos de la procedencia del presente recurso de revisión, se corrobora con las consideraciones sustentadas por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el recurso de reclamación 2688/2019, al que se hizo referencia en el apartado de “antecedentes”. 

46. Es aplicable a lo anterior, el criterio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuyo título, subtítulo y texto son los siguientes:
RECURSO DE RECLAMACIÓN. LA DECISIÓN SOBRE LA EXISTENCIA DEL PLANTEAMIENTO DE CONSTITUCIONALIDAD REALIZADA POR UNA DE LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, RESULTA OBLIGATORIA EN EL SENTIDO DE CONSTITUIR COSA JUZGADA. A diferencia de lo que sucede con los precedentes, los cuales pueden ser abandonados por los órganos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación -ya sea por existir una nueva integración de sus miembros o por una nueva reflexión sobre el tema en cuestión-, los resolutivos emitidos por los órganos de este alto tribunal, en los asuntos de su competencia, resultan de observancia obligatoria al constituir la decisión definitiva en el caso concreto, en contra de la cual no procede revisión alguna. Así, si en un recurso de reclamación se determina que en el caso concreto existe un planteamiento de constitucionalidad, las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se encuentran vinculadas por una decisión definitiva en lo que respecta a la existencia de un problema de constitucionalidad, a fin de reunir los requisitos para la procedencia de la revisión en amparo directo
.

VI. ESTUDIO
47. Una vez precisada la procedencia del recurso de revisión, esta Primera Sala procede al análisis de fondo. 
48. Como se indicó anteriormente, en sus agravios, el recurrente se inconforma con la determinación del Tribunal Colegiado de cambiar la guarda y custodia de su hija, la cual, hasta ese momento, estaba a su cargo. 
49. El recurrente indica que la decisión del Tribunal Colegiado no atendió al interés superior de la infancia; que se sustentó en estereotipos de género, pues se concluyó que la madre, por ser mujer, es la más adecuada para el cuidado de su hija, por lo que se interpretó incorrectamente el derecho a la igualdad del hombre y la mujer en las relaciones familiares, y que no se garantizó el derecho de audiencia de la niña, toda vez que no tomó en cuenta su opinión. Esta Primera Sala estima que son esencialmente fundados los agravios del recurrente. 
50. A fin de explicar la conclusión alcanzada, esta Primera Sala dividirá el estudio en los siguientes apartados: 1) interés superior de la infancia; 2) igualdad entre hombres y mujeres en las relaciones familiares; 3) obligación de juzgar con perspectiva de género; 4) régimen de guarda y custodia; 5) régimen de visitas y convivencias; 6) derecho de participación de niñas, niños y adolescentes, y 7) análisis de los agravios a la luz de la doctrina desarrollada previamente. 
1) Interés superior de la infancia 

51. El interés superior de la infancia es uno de los principios rectores más importantes del marco internacional de los derechos de niños, niñas y adolescentes. Este principio se encuentra previsto en el artículo 4º constitucional
.
52. El interés superior de la infancia ordena la realización de una interpretación sistemática que considere los deberes de protección de los niños, niñas y adolescentes y los derechos especiales previstos en la Constitución, en los tratados internacionales y en las leyes de protección de la niñez. 
53. En ese sentido, el principio del interés superior de la infancia se consagra como criterio orientador fundamental de la actuación judicial. Esto implica que el juez o jueza deberá tomar en cuenta, al emitir sus resoluciones, algunos aspectos que le permitan determinar con precisión el ámbito de protección requerida, tales como la opinión del niño, niña o adolescente, sus necesidades físicas, afectivas y educativas; el efecto de un cambio sobre el o ella; su edad, sexo y personalidad; los males que ha padecido o en que puede incurrir, y la posibilidad de que cada uno de sus padres responda a sus posibilidades
.
54. De esta manera, el o la juzgadora debe poner el mayor empeño en discernir qué es lo que más conviene para la niña, niño o adolescente, observando su situación presente y futura. Así, para colmar esa obligación, no basta el dictado de una sentencia en la que funde y motive el por qué considera que lo decidido es lo más conveniente para el niño, niña o adolescente, pues esa obligación solo puede considerarse satisfecha cuando en el curso del procedimiento se ofrecen y desahogan realmente las pruebas que son necesarias para resolver integralmente la controversia. Por lo tanto, si los medios de prueba no son ofrecidos por las partes, la autoridad jurisdiccional de oficio debe recabarlos y desahogarlos a fin de tener la certeza de que lo decidido al respecto realmente es lo que más favorable para el niño, niña o adolescente de que se trate
. 

55. Ahora bien, el Comité sobre los Derechos del Niños reconoció, en su Observación General número 14, que lo que a juicio de un adulto es el interés superior del niño o la niña no puede primar sobre la obligación de respetar todos los derechos de la infancia enunciados en la Convención.
56. Adicionalmente, el Comité precisó que el artículo 3, párrafo 1 de la Convención un marco con tres tipos diferentes de obligaciones para los Estados parte, entre las que destaca la siguiente
:

b)
La obligación de velar por que todas las decisiones judiciales y administrativas, las políticas y la legislación relacionadas con los niños dejen patente que el interés superior de estos ha sido una consideración primordial; ello incluye explicar cómo se ha examinado y evaluado el interés superior del niño, y la importancia que se le ha atribuido en la decisión.

57. En el marco de dicha obligación, el citado Comité estableció que la consideración del interés superior del niño o de la niña como algo "primordial" requiere tomar conciencia de la importancia que deben tener sus intereses en todas las medidas y tener la voluntad de dar prioridad a esos intereses en todas las circunstancias, pero sobre todo cuando las medidas tengan efectos indiscutibles en los niños, niñas o adolescentes de que se trate
.

58. De esta forma, la evaluación del interés superior de la infancia es una actividad que debe realizarse en cada caso, teniendo en cuenta las circunstancias concretas de cada niño, niña o adolescente. Esas circunstancias se refieren a sus características específicas como la edad, el sexo, el grado de madurez, la experiencia, la pertenencia a un grupo desaventajado, la existencia de una discapacidad física, sensorial o intelectual y el contexto social y cultural del niño y niña
.

59. Con este objeto, el citado Comité ha precisado que los elementos que deben tenerse en cuenta al evaluar y determinar el interés superior de la infancia, en la medida en que sean pertinentes para la situación de que se trate, son: a) la opinión del niño o de la niña; b) su identidad; c) la preservación del entorno familiar y mantenimiento de las relaciones; d) su cuidado, protección y seguridad; e) su derecho a la salud, y f) su derecho a la educación
.
60. Así, esta Primera Sala ha sido enfática en señalar que el interés superior de niñas, niños y adolescentes debe guiar cualquier decisión sobre guarda y custodia. Es decir, el interés superior de la infancia constituye el límite y punto de referencia último de la institución de la guarda y custodia, así como de su propia operatividad y eficacia. 
61. Bajo esta perspectiva, esta Primera Sala ha establecido que, a la hora de decidir la forma de atribución a los progenitores de la guarda y custodia, hay que tener en cuenta que la determinación siempre debe estar pensado y orientado en beneficio de los hijos e hijas, finalidad que es común para el conjunto de las relaciones paterno-filiales
.

62. Finalmente, esta Primera Sala ha establecido que dicho criterio proteccionista también debe reflejarse en las medidas judiciales que se adopten en relación con el cuidado y educación de los hijos e hijas. Bajo esta perspectiva, todas las medidas sobre el cuidado y educación de los hijos e hijas deben ser adoptadas teniendo en cuenta el interés de éstos, y no el de los progenitores, pues no son las condiciones psicológicas o afectivas de estos las que determinan las medidas a adoptar, sino exclusivamente el bienestar de los hijos e hijas
.

63. En esa lógica, cuando los juzgadores tienen que decidir una controversia que incide sobre los derechos de una persona menor de edad, deben tener en cuenta que estos requieren una protección legal reforzada, y que la única manera de brindarles dicha protección implica tener en cuenta todos sus derechos y el rol que juegan en la controversia sometida a su consideración a fin de garantizar su bienestar integral y, como consecuencia, se le protege de manera integral logrando el desarrollo holístico del mismo.
64. Debido a lo anterior, el interés superior de la infancia es un principio que tiene que interpretarse en conexión con los deberes constitucionales que el propio artículo 4º impone a los ascendientes, tutores y custodios de las personas menores de edad, así como a las autoridades competentes. En esta línea, cualquier interpretación de disposiciones legales o infralegales que estén relacionadas con medidas tendientes al aseguramiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes debe constituir un eje rector del proceso y por ende de cualquier decisión al respecto, tomando en cuenta los contextos particulares y los distintos ciclos vitales de la infancia.
2) Igualdad entre hombres y mujeres en las relaciones familiares
65. En cuanto a la vigencia del principio de igualdad entre hombres y mujeres en las relaciones familiares, esta Primera Sala ha observado que la tendencia en estos tiempos marca el rumbo hacia una familia en la que sus miembros fundadores gozan de los mismos derechos, y en cuyo seno y funcionamiento han de participar y cooperar a fin de realizar las tareas de la casa y el cuidado de los hijos y de las hijas. En este sentido, el funcionamiento interno de las familias, en cuanto a distribución de roles entre padres y madres ha evolucionado hacia una mayor participación del padre en la tarea del cuidado de las personas menores de edad, convirtiéndose en una figura presente que ha asumido la función cuidadora
.
66. Si bien tradicionalmente las normas civiles han otorgado preferencia a la madre en el otorgamiento de la guarda y custodia de los menores de edad, esta Primera Sala ha señalado que se han fundamentado en una idea preconcebida bajo la cual la mujer gozaba de una presunción en cuanto a la aptitud para cuidar a los hijos e hijas. Esta justificación ha sido acorde con la visión que establecía una clara división de los roles atribuidos al hombre y a la mujer: el género resultaba un factor determinante en el reparto de funciones y actividades y a la mujer se le concebía únicamente como madre y ama de casa que debía permanecer en el hogar y velar por el cuidado y bienestar de los hijos.
67. A la luz de lo antes expuesto, cabe señalar que esta Primera Sala, al resolver el amparo en revisión 1573/2011
, recordó que en la Séptima Época el género resultaba un factor determinante en el reparto de funciones y actividades (se concebía a la mujer como madre-ama de casa) y, por ende, se generaba una predilección hacia la madre. Posteriormente, en la Novena Época, al margen de establecer la constitucionalidad de las disposiciones que establecían una preferencia para que la madre ejerciera la guarda y custodia, se contempló la posibilidad de que dicha guarda y custodia correspondiera al padre, para lo cual el juzgador o juzgadora debía atender el interés superior del niño, niña o adolescente.
68. En dicho precedente, esta Primera Sala analizó la constitucionalidad del artículo 4.228 del Código Civil del Estado de México
, el cual otorga preferencia a la madre en el momento de atribuir la guarda y custodia de un niño o niña y determinó que dicha preferencia era constitucional
.  Se señaló que el legislador podía optar por otorgar preferencia a la madre en el momento de atribuir la guarda y custodia de una persona menor de edad; sin embargo, que este tipo de normas no debían ser interpretadas en clave de un estereotipo en el que la mujer resulta, per se, la persona más preparada para tal tarea. 
69. Así, en dicho precedente se señaló que era innegable que, en los primeros meses y años de vida, las previsiones de la naturaleza conllevan una identificación total del hijo o hija con la madre, no solo en cuanto a las necesidades biológicas como la alimentación a través de la leche materna, sino, y como lo han desarrollado diversos especialistas en la materia a nivel internacional, el protagonismo de las madres en la conformación de la personalidad de sus hijos durante la primera etapa de su vida resulta determinante en el desarrollo de su conducta hacia el futuro. En esta lógica, se consideró que la determinación de la guarda y custodia a favor de la mujer estaba basada en la preservación del interés superior de la infancia, el cual resulta el criterio proteccionista al que se debe acudir.
70. Dicha consideración fue replicada por esta Primera Sala en el amparo directo en Revisión 310/2013
, en el cual se analizó la constitucionalidad del artículo 282, apartado b, fracción II, tercer párrafo, del Código Civil para el entonces Distrito Federal
, así como al resolver el amparo directo en revisión 2252/2013
, en el que se analizó la regularidad constitucional del artículo 260 del Código Civil para el Estado de Sinaloa
 y el amparo directo en revisión 2159/2012
 en el que analizó el 414 Bis del Código Civil de Nuevo León
.
71. No obstante, al resolver el amparo en revisión 331/2019
 esta Primera Sala decidió abandonar dicho criterio, al considerar que la constitucionalidad del artículo 282, apartado B, fracción II, tercer párrafo del Código Civil para el entonces Distrito Federal no podía sostenerse a través de una interpretación conforme.
72. Al respecto, esta Primera Sala indicó que dicha disposición genera una distinción normativa en función del género y no cumple con los estándares del test de igualdad a la luz de un escrutinio estricto. Esto, pues no es una medida idónea para satisfacer de una mejor forma el interés superior de la infancia, dado que establece una presunción ex ante en favor de la madre sin evaluar cuál sería la situación más benéfica para el infante, por lo que, lejos de potencializar este principio, lo contraviene al impedir que la autoridad jurisdiccional cumpla con su obligación de evaluar tanto las condiciones fácticas que generan la controversia, ya sean las características y posibilidades de los progenitores, como la opinión de la persona menor de edad y su relación con éstos. 
73. Adicionalmente, esta Primera Sala estableció que la preferencia materna y el presumir que los hijos e hijas deban quedar al cuidado y responsabilidad de las madres por presunción legal, no solo reafirma estereotipos de género tradicionales, sino profundiza el mandato y la correspondiente culpa o doble carga de responsabilidad que se genera fundado en el binomio de mujer-madre. Por lo tanto, se concluyó que sostener decisiones legislativas que mantienen la preferencia materna en el cuidado y responsabilidad de las hijas e hijos impide el difícil y complejo sendero hacia la erradicación de la feminidad tradicional.
74. Finalmente, en dicho precedente, esta Primera Sala estableció que la disposición analizada ocasiona una incongruencia en el sistema, pues la sola existencia de dicho precepto genera una confusión al imponer a los operadores jurídicos su aplicación automática y liberándolos del ejercicio de ponderación, en tanto que, por disposición jurisprudencial, han de realizar una valoración sistemática que la norma impide.
75. No obstante, cabe resaltar que previo al abandono de dicho criterio esta Primera Sala había establecido en otros precedentes
 que no existe en nuestro ordenamiento jurídico una suerte de presunción de idoneidad absoluta que juegue a favor de alguno de los progenitores
, ya que en principio tanto el padre como la madre están igualmente capacitados para atender de modo conveniente a los hijos. La decisión judicial que se adopte al respecto ha de priorizar el interés y bienestar de los niños, niñas y adolescentes, sin partir de ninguna predeterminación o prejuicio sexista que otorgue privilegios a la hora de ser conferida la responsabilidad de atender y cuidar de los hijos e hijas. 
76. En igual sentido, esta Primera Sala en la tesis aislada de rubro “PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE HOMBRES Y MUJERES. EL OTORGAMIENTO DE LA GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD NO DEBE ESTAR BASADO EN PREJUICIOS DE GÉNERO”
 estableció que se separaba de aquellas justificaciones basadas en la presunción de que la madre es la más apta y capacitada para el otorgamiento de la guarda y custodia. 
77. Al respecto, se dijo que es un hecho notorio que el funcionamiento interno de las familias, en cuanto a distribución de roles entre el padre y la madre, ha evolucionado hacia una mayor participación del padre en la tarea del cuidado de las personas menores de edad, convirtiéndose en una figura presente que ha asumido la función cuidadora. Dicha evolución no se ha generalizado en todas las familias, pero sí puede evidenciarse en muchas de ellas y dicha dinámica debe tener reflejo en la medida judicial que se adopte sobre la guarda y custodia de los niñas y niños. 
78. En clara contraposición con el pasado, en el que el reparto de las tareas de la casa, incluido el cuidado de los hijos, venía impuesto por la tradición como algo dado, ahora, el reparto de las funciones familiares ha de ser objeto de discusión, de negociación, de pacto entre los cónyuges. Si se respeta el marco de la necesaria e insustituible libertad y autonomía de las partes (los miembros de la pareja), cualquier reparto resulta perfectamente válido, eficaz y merecedor de protección. 
79. En el ámbito internacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia del caso Atala Riffo y otros vs Chile estableció que: 
En los casos de cuidado y custodia de menores de edad se debe hacer a partir de la evaluación de los comportamientos parentales específicos y su impacto negativo en el bienestar y desarrollo del niño según el caso, los daños o riesgos reales, probados y no especulativos o imaginarios, en el bienestar del niño. Por tanto, no pueden ser admisibles las especulaciones, presunciones, estereotipos o consideraciones generalizadas sobre las características personales de los padres o preferencias culturales respecto a ciertos conceptos tradicionales de la familia
. (Énfasis añadido) 

80. Así, la tendencia clara en estos tiempos marca el rumbo hacia una familia en la que sus miembros fundadores gozan de los mismos derechos y en cuyo seno y funcionamiento han de participar y cooperar a fin de realizar las tareas de la casa y el cuidado de los hijos. 
81. En ese sentido, al resolver el amparo directo en revisión 392/2018
, esta Primera Sala destacó que, del principio de igualdad entre hombre y mujer, recogido en el artículo 4º en conexión con el artículo 1º de la Constitución federal, deriva lo que la doctrina jurídica ha denominado principio de corresponsabilidad parental, que reviste especial importancia por lo que atañe a las obligaciones de los progenitores en cuanto a la crianza y educación de los hijos e hijas.
82. Se indicó que, cuando los padres viven juntos el cumplimiento de esas responsabilidades se da en el ámbito de sus acuerdos implícitos insertos en la dinámica de la vida familiar. Sin embargo, cuando se separan, por la causa que sea, puede modificarse la forma de ejercer ciertos derechos, deberes o facultades, pero siguen siendo igual y conjuntamente responsables. Tras la ruptura de la relación entre el padre y la madre se origina entonces un modus vivendi particular que exige una modalización diversa que atienda a las concretas circunstancias que ahora rigen las relaciones familiares.
83. La corresponsabilidad parental permite que ambos progenitores puedan tener parte activa en las labores de educación, crianza y desarrollo de sus hijos y en la toma de decisiones fundamentales, aun cuando estén separados. En definitiva, implica el reparto equitativo de los derechos y deberes entre los padres, respecto de sus hijos e hijas, tanto en el plano personal como en el patrimonial. Se insiste, esa responsabilidad se da en el ámbito de sus acuerdos —la mayoría de las veces implícitos— cuando los padres viven juntos, sin embargo, cuando se separan siguen siendo igual y conjuntamente responsables, aunque la forma de cumplir con las responsabilidades adquiere una modalidad distinta o bien otros cauces y modos de cumplimiento.
84. Así, se señaló que este principio de corresponsabilidad parental, con las consecuencias que acarrea, debe ser tomado en cuenta por las autoridades jurisdiccionales al momento de determinar la guarda y la custodia, así como la modalización del derecho de visitas y convivencias para garantizar el derecho de la persona menor de edad a relacionarse con sus progenitores y a ser cuidada (obligaciones de crianza) por ambos. En particular, cuando la guarda y custodia es atribuida a uno de los padres, el establecimiento de un régimen amplio y fluido de relación directa y regular con el progenitor no custodio es una manera de observar este principio que asegura la igualdad en las obligaciones de crianza. 
85. En suma, esta Primera Sala ha considerado que la corresponsabilidad parental se encuentra indisolublemente ligada al interés superior de la niñez; esto es, a ambos padres les corresponden responsabilidades respecto de sus hijos e hijas, no solo porque ambos tienen iguales derechos, sino porque así lo demanda el interés superior de la niñez. 
86. En este sentido, bajo la premisa de que a ambos progenitores les corresponde por igual, sin distinción de género, el ejercicio de los deberes y derechos inherentes a la patria potestad, la finalidad de ese principio es proteger los derechos e intereses de los hijos e hijas, que tienen el derecho a ser cuidados por ambos progenitores. Como consecuencia de este principio se requiere la reorganización de los roles de hombres y mujeres en orden a la creación de nuevos compromisos en las tareas cotidianas, tanto en el soporte económico como en el cuidado y educación de los hijos e hijas.
3) Obligación de juzgar con perspectiva de género
87. Esta Suprema Corte ha señalado en diversas ocasiones que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con perspectiva de género
 aun cuando las partes no lo soliciten; es decir, que es una obligación oficiosa de las autoridades jurisdiccionales verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa e igualitaria. Así pues, la introducción de la perspectiva de género en el análisis jurídico pretende combatir argumentos estereotipados e indiferentes al derecho a la igualdad
.
88. Por lo tanto, la autoridad jurisdiccional debe identificar si existen situaciones de poder que por cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia, así como cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género
.
89. De igual forma, la perspectiva de género obliga a leer e interpretar las normas que regulan las instituciones tomando en cuenta la forma en que afectan, de manera diferenciada, a quienes acuden a demandar justicia, pues solo así se puede aspirar a aplicar correctamente los principios de igualdad y equidad
. 
90. Ahora bien, en el ámbito social, familiar, político, o laboral, existen estereotipos que adscriben a las personas un conjunto de expectativas que se asume deben cumplir. En este sentido, los roles desempeñados por hombres y mujeres en los distintos ámbitos se han adscrito a través de prácticas culturales y tradicionales, así como prejuicios cultural y socialmente arraigados. 

91. Los estereotipos de género son entonces construcciones socioculturales que varían a través de la época, la cultura y el lugar; y se refieren a los rasgos psicológicos y culturales que la sociedad atribuye, a cada uno, de lo que considera “masculino” o “femenino”. Es decir, define la posición que asumen mujeres y hombres con relación a unas y otros y la forma en que construyen su identidad.

92. Los estereotipos lastiman la dignidad y la idea de autonomía e individualidad y obstaculizan a las personas para poder realizar otros roles conforme a sus deseos. 
93. Así, en los casos en que se dirime la guarda y custodia de un niño, niña o adolescente, resulta de suma importancia que el análisis de las características y posibilidades de las y los progenitores se realice a partir de una perspectiva de género, a fin de atender a parámetros o consideraciones libres de prejuicios y estereotipos sobre la forma en la que debe ejercerse la maternidad o paternidad.
94. Lo anterior es relevante, pues generalmente se ha asociado histórica y culturalmente a las mujeres las labores de cuidado absoluto y, por lo tanto, del trabajo del hogar; mientras que a los hombres se les ha considerado a partir de su desarrollo en el ámbito público.  Esta división sexual del trabajo ha sido causante de la desigualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 
95. En ese sentido, cuando las mujeres se desarrollan en el ámbito laboral público pueden operar perjuicios negativos en su contra, tales como la falta de aptitud para ejercer adecuadamente su maternidad, lo que puede derivar en la pérdida de la guarda y custodia de sus hijos o hijas. 
96. Al respecto, la Organización Internacional del Trabajo advierte que el conflicto entre las responsabilidades relacionadas con el cuidado de la familia y las exigencias del trabajo remunerado es una enorme fuente de desventaja para las mujeres en el mercado de trabajo, y es una de las razones de la lentitud del progreso hacia la igualdad de oportunidades y de trato para hombres y mujeres en el empleo
.

97. Por su parte, la Organización de las Naciones Unidas identifica que se ha invisibilizado o desconocido la necesidad de las mujeres de redistribuir la carga del cuidado entre los demás actores de la sociedad (Estado, mercado y varones), y se las sigue cargando con la responsabilidad casi exclusiva de las labores de cuidado por considerar que por “naturaleza” les corresponde hacerlas, lo que tiene consecuencias en su acceso al empleo, los ascensos y en la remuneración
.
98. Como ya lo expresó esta Primera Sala en el amparo directo en revisión 1754/2015
, a pesar de que la participación laboral de las mujeres ha aumentado, esto no ha logrado un reparto igualitario de las tareas domésticas dentro de las familias, lo que resulta en la llamada “doble jornada” que realizan un número significativo de mujeres. Esto quiere decir, que además de la jornada laboral que se cumple en un empleo o profesión fuera del hogar, las mujeres realizan todas las tareas domésticas y de cuidado, lo que acaba consumiendo su uso del tiempo. 

99. En dicho precedente se indicó que el problema al que se enfrenta una mujer que trabaja fuera de casa es que se espera de ella que cumpla con la responsabilidad "primaria" de sus obligaciones tradicionales (la casa y la familia), sin disminuir significativamente su rendimiento laboral, provocándole un fuerte estrés. Con la duplicidad de funciones surgen sentimientos de culpa que se traducen en renuncias, fracasos, fatiga, insatisfacción, angustia, inquietud e incluso depresión, ante la impotencia de tener que acudir a los dos espacios sin ninguna o insuficiente ayuda: implica un sobre esfuerzo en la mujer que lo realiza, al asumir las cargas físicas y mentales de ambos trabajos sin apenas tiempo para reponerse.
100. Asimismo, en el citado precedente se dijo que las barreras a la inserción laboral de las personas, que se vinculan tanto con el entorno socio productivo como con el personal, y los costos de participación laboral, son más apremiantes para las mujeres que para los hombres. Entre los factores que limitan la participación económica de las mujeres destacan: la subvaloración del trabajo femenino; la segregación ocupacional, tanto horizontal como vertical; la discriminación salarial; el nivel de instrucción de las mujeres, su estado conyugal y número de hijos; la doble jornada, que les impide participar en actividades de capacitación, recreación, políticas y sindicales; y el déficit y elevado costo de los servicios de apoyo para delegar responsabilidades domésticas y familiares.

101. De esta forma, es viable concluir que muchos de los atributos asignados a las mujeres están estrechamente relacionados con su rol en el ámbito privado: sus habilidades relacionales, su responsabilidad sobre el hogar, su rol de madres-cuidadoras. Dichas características son asumidas como propias por un número importante de mujeres, y a su vez configuran exigencias o demandas sociales que menoscaban su posibilidad de desarrollarse en otros ámbitos
. 
102. En el caso que ahora se analiza, es posible advertir que en las sentencias de primera y segunda instancia yace una versión estereotipada de la mujer, pues de alguna manera se descarta la aptitud de la madre para ejercer la guarda y custodia, dado que tiene un trabajo en el ámbito público que le demanda tiempo y responsabilidad. De esta manera se le “castiga” por no cumplir su rol de madre-cuidadora de manera directa, como si fuera la depositaria única de la obligación de crianza y del hogar y como si no fuera viable tener una red de apoyo para el cuidado. 
103. En efecto, de las consideraciones de la sentencia reclamada en el amparo, es posible advertir que la Sala responsable expuso lo siguiente: 

Valorando las especiales circunstancias del caso, derivadas del material probatorio: 

[…]

“4. Que ********** y ********** desarrollan una actividad ocupacional distinta, pues mientras que aquél se desempeña en un área administrativa, ésta lo hace en un área jurisdiccional, ambas dependientes del Poder Judicial de la Federación, de donde destaca la mayor posibilidad que tiene el padre de atender directamente a **********, por el margen de tiempo disponible con el que cuenta, en razón de que su ocupación netamente administrativa solo le implica invertir, en forma ordinaria, de 7 siete a 8 horas diarias, de lunes a viernes, lo cual no sucede con la madre, pues siguiendo las invocadas reglas de la lógica y del prudente arbitrio, su función jurisdiccional le exige disponer de más de 8 horas diarias para desempeñarla, por ser un hecho notorio -exento de prueba- la excesiva carga de trabajo que pesa sobre los tribunales federales, por ejemplo -como bien lo patentizó el disidente-, constan del propio sumario las diversas ocasiones en que ********** faltó a su deber de convivir con su descendiente en los términos decretados en autos, por atender cuestiones relacionadas con su actividad laboral, al igual que el tiempo que la precitada reo por las tardes, incluso por las noches, ha tenido que invertir en el desempeño de su función de administradora de justicia federal, según los autos de fecha 14 catorce de marzo, 19 diecinueve de abril, 31 treinta y uno de mayo, 7 siete, 8 ocho y 9 nueve de junio, todos del 2016 dos mil dieciséis y los oficios números […], lo que como atinadamente lo refiere el impugnante es indispensable tomar en cuenta, porque la libertad de esos espacios es fundamental para definir qué tanto tiempo real, en beneficio de la menor **********, puede invertir cada uno de sus progenitores en su cuidado”
. 

“[…]”

“Ante este panorama, aunado a que no existe evidencia cierta, clara y contundente que indique que el ascendiente paterno de ********** no es apto para ejercer su custodia, o lo que es igual, que no esté en condiciones de brindarle a su hija un entorno propicio para su desarrollo; así como a las condiciones peculiares de las partes en el litigio, tanto personales (que residen en diferentes Estados, el tipo de relación que ********** mantiene con cada uno de los progenitores, etcétera), como laborales (que la actividad ocupacional de éstos es distinta, porque mientras la progenitora está inmersa en lo jurisdiccional, el padre únicamente tiene que ver cuestiones administrativas), de donde se destacó la mayor posibilidad del padre de la menor de tener su guarda y cuidado de manera directa o personal; esta Sala determina que la custodia de ********** la debe ejercer únicamente su progenitor ********** […]
”

104. Así, de lo relatado anteriormente, es posible advertir que, en cierto modo, las autoridades de instancia le exigen a la madre una adecuación a estereotipos prescriptivos en el sentido de que a ella le corresponde de manera exclusiva y directa la labor de cuidado, lo que necesariamente tiene efectos negativos en su proyecto de vida y que, además, produce un impacto en su ámbito personal, económico, laboral y social. Esta óptica podría incluso llevar a que la niña considere normalizadas ciertas conductas estereotípicas de las exigencias y roles de género, y a presionar a la madre a no continuar con su desarrollo profesional o a buscar un trabajo que sea menos demandante con la consecuente disminución de salario; cuestión que no resulta legítima y que, por el contrario, redunda en un retroceso en la igualdad entre el hombre y la mujer. 
105. En efecto, no puede soslayarse la estrecha relación que existe entre la obligación de eliminar estereotipos de género en el análisis y determinación de la guarda y custodia de una niña o un niño, con la garantía de su interés superior. Lo anterior, pues estos estereotipos tienen un efecto pernicioso particularmente en niñas y niños que se encuentran en su primera infancia, quienes están en proceso de desarrollar sus habilidades cognitivas, sociales y de aprendizaje. 
106. En ese sentido, una determinación judicial que conlleve a separar a una madre de su hija o hijo por el solo hecho de que la primera desarrolle una actividad profesional pública y social que demande tiempo y esfuerzo, permitiría reforzar en niñas y niños los roles de género y la división sexual del trabajo, que aún se encuentran arraigados en el ámbito social y cultural, lo que afectaría negativamente en la eventual elección de su proyecto de vida. 
107. Es decir, ante una determinación como la descrita, se convalidarían los sesgos de género imperantes en la sociedad, generando una idea errónea en las niñas respecto a que no podrían aspirar a tener cargos públicos demandantes y a ser madres al mismo tiempo, sino que tendrían que tomar una elección entre dichas cuestiones, renunciando a sus anhelos o deseos. Por su parte, los niños podrían asumir que las mujeres no son capaces de conciliar una vida familiar con una vida profesional exitosa.  
108. De esta manera, la representación simbólica de mujeres en espacios públicos directivos o gerenciales (que generalmente se han asociado a hombres) genera un efecto positivo en el derecho a la igualdad y no discriminación, pues brinda a niñas y niños el ejemplo de que pueden elegir la vida que deseen. Razón por la cual resulta indispensable que desde la labor jurisdiccional se eliminen estereotipos de género que pueden limitar o restringir la visión o determinación sobre la propia vida y la de los demás. 
109. Frente a dicho contexto, la entidad de la Organización de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de la Mujer (también conocida como ONU Mujeres) ha reconocido que cuando las mujeres ingresan al mercado laboral requieren optar por algún arreglo de cuidado, tanto si cuentan con población dependiente o para las tareas del hogar. Dichos arreglos pueden tomar distintas formas, dependiendo de sus propias preferencias, y de las redes y los ingresos con los que cuentan. Los arreglos pueden ser: familiarizados, mercantilizados, comunitarios, con base en el Estado, o con base en la corresponsabilidad en la pareja
.

110. De igual forma, el Instituto Nacional de las Mujeres ha destacado la importancia de la corresponsabilidad social, la cual se entiende como la responsabilidad compartida entre cuatro actores principales: el Estado, el mercado laboral, la comunidad y las familias, como corresponsables de garantizar la reproducción y la provisión de bienes y servicios a la sociedad en general y, en particular, los relacionados con el derecho de las personas de satisfacer las necesidades de atención y cuidados de quienes integran los hogares
. 

Así, no puede soslayarse que la corresponsabilidad social en el trabajo de cuidados contribuye a incrementar la participación femenina en actividades económicas y a mejorar las condiciones laborales de las mujeres que trabajan para el mercado. 

111. Frente a lo antes expuesto, las autoridades jurisdiccionales están obligadas a descartar cualquier estereotipo de género en la toma de decisiones sobre la guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes y, en particular, aquellos que tiendan a considerar con falta de aptitud para el cuidado a una madre por el solo hecho de dedicarse a un trabajo público remunerado y demandante. En ese sentido, las autoridades jurisdiccionales deben basar su análisis no solamente en la cantidad de tiempo que pueden pasar las y los progenitores con sus hijos e hijas, sino sobre todo en ponderar otras cuestiones tales como los arreglos de cuidado que existan y las redes de apoyo con las que cuenten para tal efecto. 
112. En ese sentido, se deben analizar los arreglos de cuidado en cada caso en concreto, a la luz de la perspectiva de género, de tal suerte que, lejos de configurar un factor en contra o que actualice un perjuicio respecto al ejercicio de la maternidad por parte de una madre trabajadora, se tome en consideración que dichos arreglos son indispensables para garantizar y promover la participación de las mujeres en el ámbito público y el mercado laboral en condiciones de igualdad. 

4) Régimen de guarda y custodia

113. Esta Suprema Corte observa que la existencia de situaciones en donde los desacuerdos personales no hacen posible la convivencia entre los padres, el Estado se encuentra obligado a encontrar mecanismos que garanticen el derecho de las personas menores de edad a mantener relaciones personales y de trato directo con cada uno de sus padres de forma regular, asegurando así la continuación de la convivencia familiar. Dentro de estas instituciones se encuentran la fijación de la guarda y custodia a cargo de uno de los padres y, paralelamente, el derecho de visitas o régimen de convivencia a favor del otro. Estas figuras son complementarias entre sí y garantizan, bajo estas situaciones el derecho de la persona menor de edad a vivir en familia y convivir con ambos padres, asegurando así el sano desarrollo de su personalidad
.
114. En ese orden de ideas, esta Primera Sala ha observado en diversos precedentes —en coherencia con los estándares internacionales de la materia— que un derecho primordial de los niños y niñas es el no ser separados de sus padres a menos que la separación sea necesaria para su interés superior, lo que permite que los padres contribuyan a la protección, educación y formación integral de sus hijos, y además posibilita que se formen relaciones estrechas entre ellos. Esto propicia no solo relaciones paterno y materno filiales adecuadas, sino, además, influye necesariamente en la personalidad e identidad que asumirá el niño o la niña, debido a su formación evolutiva
.
115. El derecho-deber de los progenitores a relacionarse con sus hijos e hijas y de éstas a su vez con sus padres encuentra su fundamento en la propia relación paterno-materno-filial que los une (ya sea de origen biológico o jurídico). Por ello, puede afirmarse que el contenido más básico de este derecho-deber consiste en la obligación de criar, cuidar y atender a sus hijos, y el derecho de los hijos a ser cuidados y atendidos por sus padres. Connatural a este derecho-deber es que ambos –padres e hijos– se relacionen, pues el contacto cotidiano, o bien frecuente, es el cauce que posibilita el crecimiento del vínculo afectivo familiar y sienta las bases de un adecuado desarrollo psíquico y emocional de las personas menores de edad.
116. Ahora bien, cuando el padre y la madre viven juntos este derecho-deber se actualiza de manera espontánea según la forma en que organizan su vida familiar. Una vez que se produce la ruptura, este derecho-deber necesariamente precisa de ser modalizado, de manera que se requiere ingeniar la fórmula que mejor se adapte a las nuevas circunstancias, tomando en cuenta los diversos factores que priman: condiciones de residencia, trabajo, disponibilidad de tiempo, medios económicos, la edad de los hijos, entre otros.
117. Así pues, con el cese de la convivencia conyugal, se produce una disgregación o desdoblamiento del ejercicio de las facultades propias de la patria potestad entre ambos progenitores. Desde la perspectiva de esta Suprema Corte, a ambos progenitores se les reconoce el derecho de relacionarse con sus hijos tras la ruptura de la relación entre el padre y la madre, pero este derecho se actualiza de modos diversos: uno de los progenitores tendrá de manera ordinaria o habitual el contacto o convivencia diaria mediante la guarda y custodia, lo cual implica también el cuidado personal diario de los hijos y, el otro, tendrá un derecho de relacionarse con el menor de edad mediante el establecimiento de un régimen de visitas y convivencias modalizado según las circunstancias del caso. 
118. Ahora bien, esta Primera Sala ha establecido que para tomar decisiones respecto a la guarda y custodia —y en general respecto a las convivencias de los menores con sus padres— debe utilizarse un estándar de riesgo, según el cual, debe tomarse la decisión que genere la menor probabilidad de que las personas menores de edad sufran daños.
119. En efecto, esta Suprema Corte ha destacado que el principio de interés superior de la infancia implica que los intereses de los niños y de las niñas deben protegerse con mayor intensidad, por lo que no es necesario que se genere un daño a los bienes o derechos de los niños para que se vean afectados, sino que basta con que éstos se coloquen en una situación de riesgo. 
120. Así, para esta Suprema Corte, si el concepto de riesgo se entiende simplemente como la posibilidad de que un daño ocurra en el futuro, es evidente que la eventualidad de que un niño o niña sufra una afectación estará siempre latente. Cualquier niño o niña está en riesgo de sufrir una afectación por muy improbable que sea. Sin embargo, esta no es una interpretación muy razonable del concepto de riesgo. Así, debe entenderse que el aumento del riesgo se configura normalmente como una situación en la que la ocurrencia de un evento hace más probable la ocurrencia de otro, de modo que el riesgo de que se produzca este segundo evento aumenta cuando se produce el primero. 

121. Ahora bien, no debe perderse de vista que, al resolver el amparo en revisión 910/2016
, esta Primera Sala determinó que la regla general es que los progenitores son aptos para el cuidado de sus hijos e hijas, a pesar de los defectos y carencias que acompañan necesariamente la condición humana. Lo contrario, la falta de aptitud debe demostrarse, pues con ello se afectan los derechos y la esfera jurídica de los niños y niñas involucrados. 
122. Al respecto, se indicó que no existe un modelo de padres y madres ideales, acabado y perfecto, una especie de arquetipo ante el cual contrastar la conducta específica de los progenitores, con el fin de determinar si se está o no ante un buen padre y/o madre, y si, con base en esa imagen ejemplar, sean justificables o no ciertas restricciones en las instituciones protectoras de la infancia, como lo es la guarda y custodia y el derecho a relacionarse con sus progenitores
.
5) Régimen de visitas y convivencias

123. Ahora bien, el derecho a las visitas y convivencias de los padres y madres con los hijos e hijas menores de edad es un derecho fundamental, que se encuentra contemplado en el artículo 9.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño
 e implícitamente en el artículo 4º constitucional, en virtud de que está vinculado directamente con el interés superior de la infancia. En este sentido, es evidente que cuando haya separación de un niño o niña respecto a alguno de los padres, como ocurre en los casos en los que solo uno de ellos detenta su guarda y custodia, debe prevalecer el interés superior de la infancia, lo que significa que se tomen las medidas necesarias que le permitan un adecuado y sano desarrollo emocional; cuestión que únicamente puede lograrse si se mantienen los lazos afectivos con el padre o madre no custodia
.
124. También se ha caracterizado a las visitas y convivencias con los menores de edad como un “derecho-deber”. Dicha caracterización puede explicarse porque en realidad están en juego dos derechos. Por un lado, es incuestionable que los padres y madres que no tienen o no comparten la guarda y custodia tienen el derecho de visitas y convivencias con sus hijos e hijas menores de edad, en virtud de la patria potestad que ejercen sobre éstos. 
125. Con todo, el derecho de visitas y convivencias es primordialmente un derecho fundamental de las personas menores de edad. En este sentido, el derecho de los niños y niñas impone un deber correlativo a cargo precisamente del padre o madre no custodia. 
126. Así, desde esta perspectiva, los padres que no tienen ni comparten la guarda y custodia tienen un derecho a visitar y convivir con sus hijos e hijas, pero tienen sobre todo el deber de hacerlo porque se los exige el derecho fundamental de las personas menores edad
.
127. Al desdoblarse las funciones inherentes a la patria potestad con la ruptura de la pareja, la nueva realidad familiar debe ser regulada, por convenio o por determinación judicial, de modo diverso para hacer efectivo el goce y ejercicio del derecho de las personas menores de edad a relacionarse con sus padres y madres y de éstos para con los hijos. De ahí que la autoridad jurisdiccional a quien corresponda ya sea sancionar el convenio o determinar la modalidad de este derecho-deber deberá garantizar el mayor contacto posible entre el niño o la niña y los progenitores, sin que deba interpretarse que el reparto del tiempo de las convivencias entre el padre y la madre implique una especie de sanción o castigo para uno de ellos.
128. En ese sentido, esta Primera Sala ha insistido en que aun cuando los progenitores no ejerzan la patria potestad tienen el derecho de relacionarse con sus hijos e hijas menores de edad y, aunque no los tengan materialmente en su compañía, tienen el derecho y el deber de mantener el trato con ellos. Este derecho de relación que se materializa en el derecho de visitas y convivencias es especialmente relevante por lo que se refiere al progenitor o progenitora no custodia. La importancia radica sobre todo en que el derecho del menor de edad a relacionarse con sus padres –especialmente si uno de ellos no tiene la guarda y custodia– propicia el desarrollo integral del niño o niña en todos los aspectos: afectivos, educacionales, psicológicos, físicos, entre otros.
129. En ese sentido, esta Primera Sala concluye que las personas menores de edad tienen el derecho a relacionarse con sus progenitores y éstos a su vez lo tienen para con sus hijos o hijas, de manera que, en situaciones en las cuales la guarda y la custodia de un niño o niña recae solamente sobre uno de los progenitores el derecho-deber de relacionarse entre padres e hijos precisa ser modalizado para adaptarse a las nuevas circunstancias, con la finalidad de que sea efectivo el goce y ejercicio de ese derecho-deber.
130. Así, salvo marcadas excepciones, la modalización de las convivencias debe propiciar una amplia relación y contacto entre la persona menor de edad y el progenitor no custodio, siempre conforme a las circunstancias específicas del caso, por lo que solo por razones excepcionales podría justificarse la suspensión o limitación del régimen de convivencias, cuando así lo aconseje el interés superior de la infancia.
131. En este contexto, es importante poner de relieve que en las decisiones jurisdiccionales en las que se fije el régimen de convivencia para hacer efectivo el derecho de los niños y niñas a relacionarse con el progenitor no custodio y su familia ampliada, la autoridad jurisdiccional debe ponderar estos aspectos para garantizar la regla del mantenimiento de las relaciones familiares, así como la regla de no discriminación de los progenitores en la titularidad y ejercicio del derecho de custodia o del régimen de visitas y convivencias y el principio de corresponsabilidad parental. 
132. En ese sentido, tal como lo ha señalado esta Primera Sala, para la fijación del régimen de convivencia, la autoridad jurisdiccional deberá tomar en consideración ciertos elementos, a saber: la edad, necesidades y costumbres de las personas menores de edad involucradas; el tipo de relación que mantienen con el padre o madre no custodia; los orígenes del conflicto familiar; la disponibilidad y personalidad del padre o madre no custodia; la distancia geográfica entre la residencia habitual de los menores de edad y la del padre o madre no custodia; y, en general, cualquier otro factor que permita al juzgador o juzgadora discernir qué régimen de convivencia sería más benéfico para el niño o la niña involucrada
.
133. Adicionalmente, resulta relevante reiterar la relevancia de la corresponsabilidad parental de quienes ejercen la patria potestad, a garantizar al responsable con quien no resida el niño o la niña, que cuente con una relación fluida y directa con la persona menor de edad, lo cual debe ser garantizado tanto por todos los familiares, así como las autoridades relacionadas con el ejercicio de este derecho. Lo anterior, siempre que se ajuste debidamente con el interés superior de la niñez.
6) Derecho de participación de niñas, niños y adolescentes 
134. Otro de los temas relevantes para resolver debidamente el presente asunto radica en analizar el derecho de participación de niñas, niños y adolescentes en los asuntos en los que se dirimen sus derechos. 
135. El derecho de participación de los niños, niñas y adolescentes no es una cuestión nueva en la jurisprudencia de esta Corte. Esta Primera Sala ha indicado que el derecho de las niñas y los niños a participar en procedimientos jurisdiccionales que puedan afectar su esfera jurídica se ejerce progresivamente, por lo que no depende de una edad que pueda predeterminarse en una regla fija, incluso de índole legal, ni aplicarse en forma generalizada a todos los menores de edad, sino que el grado de autonomía debe analizarse en cada caso
. 
136. Así, ha señalado que la participación de los niños, niñas y adolescentes en procedimientos jurisdiccionales reviste una doble finalidad, pues, al reconocerles como titulares de derechos, logra su efectivo ejercicio y, a la vez, se permite que la autoridad jurisdiccional se allegue de todos los elementos que necesite para forjar su convicción respecto de un determinado asunto, lo que resulta fundamental para una debida tutela del interés superior de la infancia.
137. En este sentido, esta Primera Sala ha destacado los siguientes lineamientos que deben observarse para la participación de niñas y niños dentro de cualquier procedimiento jurisdiccional que pueda afectar su esfera jurídica: 

· Para la admisión de la prueba debe considerarse que: (a) la edad biológica de los niños y de las niñas no es el criterio determinante para llegar a una decisión respecto a su participación dentro de un procedimiento jurisdiccional, sino su madurez, es decir, su capacidad de comprender el asunto, sus consecuencias y de formarse un juicio o criterio propio; (b) debe evitarse la práctica desconsiderada del ejercicio de este derecho; y, (c) debe evitarse entrevistar a los niños y a las niñas en más ocasiones de las necesarias. 
· Para preparar la entrevista en la que participarán se requiere que sean informados en un lenguaje accesible y amigable sobre el procedimiento y su derecho a participar, y que se garantice que su participación es voluntaria. 
· Para el desahogo de la prueba, la declaración o testimonio debe llevarse a cabo en una diligencia seguida en forma de entrevista o conversación, la cual debe cumplir con los siguientes requisitos: (a) es conveniente que previamente a la entrevista el juzgador se reúna con un especialista en temas de niñez, ya sea psiquiatra o psicólogo, para aclarar los términos de lo que se pretende conversar con el niño o la niña, para que a éstos les resulte más sencillo de comprender y continuar la conversación; (b) la entrevista debe desarrollarse, en la medida de lo posible, en un lugar que no represente un ambiente hostil, esto es, donde el niño o la niña pueda sentirse respetada y segura para expresar libremente sus opiniones; (c) además de estar presentes la autoridad jurisdiccional que tome la decisión, durante la diligencia deben comparecer la especialista en temas de niñez que se haya reunido con el juzgador o juzgadora y, siempre que el niño o la niña lo solicite o se estime conveniente para proteger su superior interés, una persona de su confianza, garantizando que ello no genere un conflicto de intereses; (d) en la medida de lo posible, debe registrarse la declaración o testimonio de las niñas y niños íntegramente, ya sea mediante la transcripción de toda la diligencia o con los medios tecnológicos al alcance del juzgado o tribunal que permitan el registro del audio. 
· Los niños y las niñas deben intervenir directamente en las entrevistas, sin que ello implique que no puedan tener representación durante el juicio, la cual recaerá en quienes legalmente estén llamados a ejercerla, salvo que se genere un conflicto de intereses, en cuyo caso debe analizarse la necesidad de nombrar un tutor o tutora interina.
· Debe consultarse a los niños y a las niñas sobre la confidencialidad de sus declaraciones, aunque la decisión final sea del juzgador, para evitarles algún conflicto que pueda afectar su salud mental o, en general, su bienestar
.

138. Sin embargo, esta Primera Sala ha destacado que su participación no constituye una regla irrestricta, pues asumir tal rigidez implicaría dejar de lado las condiciones específicas que rodean a las niñas, niños y adolescentes en casos particulares, lo que podría ir en detrimento de su interés superior. 
139. En este sentido, se ha establecido que, tanto al evaluar de oficio la participación de los menores de edad como al analizar la conveniencia de la admisión de su declaración o testimonio ofertada por las partes, la autoridad jurisdiccional debe evitar la práctica desmedida o desconsiderada del derecho, lo que podría acontecer si sus derechos no forman parte de la litis del asunto; si el niño o la niña ha manifestado su deseo de no intervenir o hacerlo a través de sus representantes; si se pretende entrevistarle más veces de las necesarias, o si de cualquier manera pudiera ponerse en riesgo su integridad física o psíquica. Excepción que debe estar debidamente fundada y motivada
. 
140. Así, esta Primera Sala ha considerado que el derecho de los niños y niñas a ser escuchados busca brindarles una protección adicional, por lo cual se constituye en una formalidad esencial del procedimiento a su favor, cuya tutela debe observarse siempre y en todo tipo de procedimientos que puedan afectar sus intereses
.
141. En la Observación General 12, sobre el derecho a ser escuchado, del Comité de los Derechos del Niño
, en su punto 15, al hacer el análisis jurídico del artículo 12 de la Convención, se reitera que los Estados Parte tienen la obligación jurídica de reconocer y garantizar la observancia del derecho del niño y la niña a que sus opiniones sean escuchadas y tenidas en cuenta y que tal obligación, supone que el sistema judicial interno debe permitir el ejercicio de ese derecho.
142. Por otra parte, la misma Observación General 12, en su punto 15, también destaca que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a no ejercer ese derecho; es decir que, para el menor de edad, expresar sus opiniones debe ser una opción y no una obligación, por lo que debe asegurarse que éste reciba toda la información y asesoramiento necesarios, para tomar una decisión conforme a su interés superior.
143. Así, el citado Comité ha señalado que si el niño o niña está en condiciones de formarse un juicio propio de manera razonable e independiente, el encargado de adoptar decisiones debe tener en cuenta sus opiniones como factor destacado en la resolución de la cuestión
. Por tanto, en el contexto de decisiones judiciales sobre la custodia, toda la legislación sobre separación y divorcio debe incluir el derecho del niño o de la niña a ser escuchada por los encargados de adoptar decisiones
.
144. En ese sentido, esta Primera Sala estima que debe tenerse como premisa general que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a participar en los procedimientos jurisdiccionales que pudieren llegar a afectar su esfera jurídica, a partir de las siguientes etapas: 1) ser informados de su derecho a ser escuchados directamente o por medio de un representante, si así lo desean; 2) expresar su opinión libremente de forma adecuada con su edad y desarrollo, y 3) que sus opiniones sean tomadas en cuenta en función de su edad y madurez. Así, la garantía de protección a ese derecho es una formalidad esencial del procedimiento que debe ser tutelada ampliamente por el órgano jurisdiccional como eje rector, y en caso de no poderlo garantizar, ello debe ser debidamente justificado por la autoridad judicial.
145. Así pues, al resolver el amparo directo en revisión 8577/2019
, esta Primera Sala indicó que la opinión de los niñas y niñas en los procesos jurisdiccionales que les conciernan, por una parte, entraña para ellos el ejercicio de su derecho de acceso a la justicia; y por otra, es un elemento relevante para la decisión que deba adoptar el juzgador en torno a sus derechos. La clave para que el menor de edad tenga intervención en el proceso y su opinión pueda ser atendida está en que, conforme a esos factores, tenga la aptitud para formarse su propio juicio; es decir, que sea capaz de formarse su propia opinión de las cosas que le rodean y de los contextos más próximos en que se encuentra, que le permita, en su caso, tomar decisiones en cuanto a su persona, o expresar sus ideas y su sentir en relación con las situaciones vinculadas a su existencia, en suma, que tenga una comprensión básica de aquello sobre lo que se manifiesta.
146. En este sentido, en dicho precedente esta Primera Sala concluyó que, a fin de alcanzar una justicia con perspectiva de la infancia corresponde a las autoridades judiciales proveer la mejor forma de interactuar con la persona menor de edad y alcanzar su libre opinión, de acuerdo a su edad, madurez y forma de percibir el mundo (ciclos vitales: primera infancia, infancia y adolescencia). Por lo tanto, se indicó que no solo se puede implementar este derecho a través de mecanismos formales de los que participan las personas adultas, como declaraciones testimoniales o escritas, sino a partir de metodologías pedagógicas y didácticas que brinden condiciones adecuadas al niño, niña o adolescente y puedan alcanzar su objetivo. Para ello, quienes ejercen la responsabilidad parental deben también escuchar la opinión de la niña o el niño. Finalmente, se señaló que la manera de comunicar la decisión a la o el niño, niña o adolescente debe ser transmitida de manera clara y asertiva, reflejando en ello que se tomó en cuenta su opinión.
147. Ahora bien, en cuanto a la valoración de la opinión del niño o de la niña, esta Primera Sala ha señalado que la misma no es indefectiblemente vinculante en el proceso en el que interviene de manera que tenga que ser acogida en la decisión del juzgador o juzgadora. Lo anterior, pues no debe perderse de vista la premisa de que, mientras el niño o la niña no haya alcanzado la plenitud de la autonomía de su voluntad, sigue vigente la obligación del Estado de otorgar una protección reforzada a sus derechos, que le obliga a decidir la situación jurídica del niño o niña conforme a lo que objetivamente le resulte más benéfico, en función de su interés superior, aun cuando ello no coincida en todos los casos con la opinión expresada por éste
.

148. Incluso, esta Primera Sala ha precisado que, en la valoración de las opiniones de una persona menor de edad en un procedimiento jurisdiccional, las juezas y los jueces debe tener especial cuidado en advertir si éstas pudieren estar manipuladas o alienadas por intervención indebida de las personas bajo cuyo cuidado se encuentran. Además, deberá tomar en cuenta el cúmulo de material probatorio aportado al juicio, a fin de garantizar una verdadera protección del interés superior del niño o de la niña
. 

149. De ahí la importancia de que, cuando se escuchen a los niños y las niñas, las autoridades jurisdiccionales tengan la sensibilidad y la diligencia necesaria para dirigir la conversación de manera en que, sin invadir esa libre elección o influir de algún modo en sus opiniones, sí aborden de manera suficiente y puntual, con objetividad, los aspectos importantes del asunto que puedan realmente permitirles conocer el pensar y el sentir de aquéllos respecto de su situación y, particularmente, en cuanto a si tienen una decisión o una preferencia definida sobre el lugar donde quieren estar y las razones de ello.

150. Es la autoridad jurisdiccional, como directora del procedimiento y de la diligencia en la que interviene el niño o la niña, quien debe procurar que esa diligencia sea eficaz, primero, ordenando la previa valoración psicológica de la persona menor de edad, que le permita decidir si se dan las condiciones necesarias para que tenga intervención en la diligencia y, segundo, porque es el juez quien tiene a su cargo dirigir la plática, con el propósito de indagar y obtener del niño o de la niña su libre opinión sobre los aspectos relevantes de su situación.

151. En este punto es relevante insistir en la importancia de que la autoridad jurisdiccional advierta si la opinión del niño o de la niña efectivamente corresponde a su propio juicio o criterio; es decir, comprobar que está libre de manipulación o alienación y, en su caso, ponderando las influencias naturales que surgen de la convivencia entre el niño o la niña y sus progenitores; esto, para efectos de su valoración.

152. Asimismo, cabe precisar que esta Primera Sala, al resolver el amparo directo en revisión 4102/2015
 —en cuanto a la excepción a la restitución internacional de menores relativa a la oposición del niño o de la niña— indicó que las autoridades jurisdiccionales deben tener especial cuidado en valorar las manifestaciones del niño o de la niña conforme a las circunstancias del caso, pues cuando éstos son separados de uno de sus progenitores y pierde todo contacto con uno de ellos por un tiempo prolongado, es natural que presente más apego por el progenitor con quien convive y por ello manifieste querer permanecer a su lado, pues es evidente que debido a la distancia y a la falta de contacto, el progenitor solicitante de la restitución tendrá una clara desventaja en la preferencia de la persona menor de edad respecto de la sustractora. 

153. Por lo tanto, en dicho precedente, se indicó que la autoridad jurisdiccional tiene la obligación no solo de ponderar si la opinión del niño o de la niña, conforme a su edad y grado de madurez, está sustentada en la comprensión de la problemática existente para efectos de emitir su opinión conforme a un juicio propio, sino, además, verificar que su opinión no se encuentre manipulada, para lo cual, es idónea la práctica de una prueba pericial psicológica.

154. Debe destacarse que, si bien dicho precedente se emitió en el marco de un proceso relacionado con restitución internacional de personas menores de edad, lo cierto es que las razones antes expresadas resultan igualmente aplicables para casos de guarda y custodia, en aquellos supuestos en donde la convivencia con el progenitor o la progenitora no custodia se haya visto afectada, ya sea porque se hubieran impedido por quien ejerce la guarda y custodia o bien, por cuestiones fácticas, como la distancia en el lugar de residencia.

155. Así, al resolver el Amparo en Revisión 910/2016
, esta Primera Sala señaló que los jueces y juezas deben ser cuidadosos al valorar tanto la opinión de los niños y niñas, como el resto del material probatorio en los asuntos que dirimen aspectos que afectan sus derechos; en particular su guarda y custodia. 
156. En consecuencia, en dicho precedente se indicó que debe considerarse que las circunstancias familiares son siempre cambiantes y que la valoración debe llevar a analizar si lo expresado por los niños y niñas responde a una voluntad real de cambiar de progenitor custodio y no a la manipulación de uno de ellos derivada del propio conflicto post matrimonial. 
157. Es por ello que se concluyó que debe analizarse en conjunto tanto lo expresado por el niño o la niña, como las demás circunstancias que se presenten, contextualizando siempre el dicho de la niña o niño; esto es, la opinión del niño o niña no puede tomarse simplemente como un hecho aislado. La finalidad perseguida es que la opinión manifestada, contrastada con las pruebas practicadas y, en su caso, con el dictamen de especialistas, sirva al juez para reforzar su convicción sobre la medida a adoptar.

7) Estudio de los agravios a la luz de la doctrina desarrollada previamente
158. Como se indicó anteriormente, en sus agravios, el recurrente se inconforma con la determinación del Tribunal Colegiado de cambiar la guarda y custodia de su hija a favor de su madre. 
159. El recurrente indica que la decisión del Tribunal Colegiado no atendió al interés superior de la infancia; que se sustentó en estereotipos de género, pues se concluyó que la madre, por ser mujer, es la más adecuada para el cuidado de su hija, por lo que se interpretó incorrectamente el derecho a la igualdad del hombre y la mujer en las relaciones familiares, y que no se garantizó el derecho de audiencia de la niña, toda vez que no tomó en cuenta su opinión. Esta Primera Sala estima que son esencialmente fundados los agravios del recurrente, tal como se explica a continuación. 
160. Debe destacarse, en principio que, dado que en el caso se ventilan derechos de una menor de edad, relativos a su guarda y custodia, en términos de lo dispuesto por el artículo 79, fracción II, de la Ley de Amparo procede suplir la deficiencia de la queja en los agravios
. 
161. Ahora bien, esta Primera Sala advierte que asiste razón al quejoso cuando aduce que la sentencia de amparo se sustentó en estereotipos de género respecto a que la mujer es la más adecuada para el cuidado de la niña. 

162. Se afirma lo anterior, en virtud de que, del análisis de la sentencia dictada por el Tribunal Colegiado, se advierte que su decisión se basó, entre otras cuestiones, en las consideraciones que integran el precedente jurisprudencial abandonado por esta Primera Sala, en relación con el supuesto vínculo fundamental entre cualquier niño o niña y su madre.

163. En efecto, el Tribunal Colegiado señaló que es innegable que en los primeros meses y años de vida, las previsiones de la naturaleza conllevan una identificación total del hijo o hija con su madre; no solo respecto a necesidades biológicas (alimentación a través de la leche materna), sino como lo han desarrollado diversos especialistas a nivel internacional, el inicial protagonismo de las madres en la conformación de la personalidad de sus hijos e hijas durante la primera etapa de su vida resulta determinante en el desarrollo de su conducta hacia el futuro.

164. Asimismo, indicó que, como también lo señalan los expertos, pasado cierto periodo, opera un progresivo proceso de individuación del niño o de la niña, a través de la necesaria e insustituible presencia de ambos progenitores. El niño o la niña necesita tanto de su madre como de su padre, aunque de modo diferente, en función de la edad. 

165. Como se puede observar del desarrollo doctrinario indicado al principio de este estudio, estas fueron las premisas torales sostenidas por esta Suprema Corte para declarar la constitucionalidad de las normas (en distintas entidades federativas, Ciudad de México, Estado de México, Sinaloa) que otorgaban preferencia a la madre en el momento de atribuir la guarda y custodia de un niño o niña; premisas que fueron superadas recientemente, al resolver el amparo en revisión 331/2019, en el que se indicó que este tipo de normas resultaban inconstitucionales por no pasar un test de escrutinio estricto.

166. En efecto, en el amparo en revisión 331/2019 se estableció que dichas normas eran inconstitucionales por establecer una presunción ex ante en favor de la madre sin evaluar cuál sería la situación más benéfica para el o la infante, por lo que, lejos de potencializar este principio, lo contraviene al impedir que la autoridad jurisdiccional cumpla con su obligación de evaluar tanto las condiciones fácticas que generan la controversia, ya sean las características y posibilidades de los progenitores, como la opinión de la persona menor de edad y su relación con éstos.

167. Al respecto, cabe destacar que, si bien es cierto el Tribunal Colegiado no tomó su decisión sustentando propiamente una preferencia en favor de la madre para el ejercicio de la custodia, el sólo hecho de que esas consideraciones hayan formado parte de su motivación, permite colegir que de algún modo debieron incidir en su ánimo en el momento de resolver, aun cuando haya ponderado también lo que estimó era el mayor beneficio de la niña, y por eso, a efecto de descartar que la decisión haya estado influida por estereotipos o valoraciones sobre el género en favor de la madre, se impone advertir que las consideraciones citadas por el colegiado, ya fueron abandonadas por esta Primera Sala.   

168. El Tribunal Colegiado debió partir de la base de que la tendencia clara en estos tiempos marca el rumbo hacia una familia en la que sus miembros fundadores gozan de los mismos derechos y en cuyo seno y funcionamiento han de participar y cooperar a fin de realizar las tareas de la casa y el cuidado de los hijos e hijas. 

169. En ese sentido, debió atender al principio de corresponsabilidad parental, que reviste especial importancia en estos casos. La corresponsabilidad parental permite que ambos progenitores puedan tener parte activa en las labores de educación, crianza y desarrollo de sus hijos y en la toma de decisiones fundamentales, aun cuando estén separados. 

170. Así, el principio de corresponsabilidad parental debe ser tomado en cuenta por las autoridades jurisdiccionales al momento de determinar la guarda y la custodia, así como la modalización del derecho de visitas y convivencias para garantizar el derecho de la persona menor de edad a relacionarse con sus progenitores y a ser cuidada (obligaciones de crianza) por ambos. En particular, cuando la guarda y custodia es atribuida a uno de los padres, el establecimiento de un régimen amplio y fluido de relación directa y regular con el progenitor no custodio es una manera de observar este principio que asegura la igualdad en las obligaciones de crianza. 
171. Ahora bien, esta Primera Sala advierte que, en el presente caso, las autoridades jurisdiccionales de instancia analizaron o tomaron en consideración para la determinación de la guarda y custodia de la niña, la vida y desarrollo profesional de ambos progenitores. No obstante, en el análisis del tipo de cargo y actividad que realiza la madre se advierte que valoran de manera negativa o incompatible con la garantía del interés superior de la niña, el hecho de que la madre ejerza una actividad profesional que demanda la gran parte de su tiempo. Lo anterior a partir de estereotipos de género que afectan de manera nociva tanto el interés superior de la niña, como el derecho a la igualdad de la madre. 
172. Estas consideraciones basadas en estereotipos de género a partir de su actividad profesional fueron impugnadas por la quejosa en sus conceptos de violación. Al responder dichos alegatos, el Tribunal Colegiado hizo un análisis sobre la prueba existente en autos para tener por demostrado que la actividad de la quejosa no le impedía por razón de tiempo el ejercicio de la custodia, en función de que se demostró cuáles eran sus horarios y las posibilidades de administrar discrecionalmente sus tiempos; sin embargo, en su determinación estaba implícita una aceptación tácita de que el criterio de la Sala responsable podría ser constitucionalmente válido en caso de no haberse demostrado esos horarios.

173. Dicha aceptación tácita resulta contraria a la obligación de juzgar con perspectiva de género la cual obliga a eliminar cualquier estereotipo presente en las determinaciones judiciales, a fin de garantizar el derecho a la igualdad y no discriminación. 

174. Ahora bien, en el caso esta Primera Sala observa que la litis y resolución del caso representaba la obligación de ir más allá del análisis en torno a las características y condición particular de cada uno de los progenitores. 
175. En efecto, tal como lo señaló esta Primera Sala en el amparo en revisión 910/2016, la regla general es que los progenitores son aptos para el cuidado de sus hijos e hijas, a pesar de los defectos y carencias que acompañan necesariamente la condición humana. Consecuentemente, la falta de aptitud debe demostrarse, pues con ello se afectan los derechos y la esfera jurídica de los niños y niñas involucrados. 
176. Así, esta Primera Sala ha establecido que no existe un modelo de padres y madres ideales, acabado y perfecto, una especie de arquetipo ante el cual contrastar la conducta específica de los progenitores, con el fin de determinar si se está o no ante un buen padre y/o madre, sino que es preciso sopesar si las conductas desempeñadas por los progenitores son susceptibles de actualizar un riesgo probable y fundado en los niños y niñas.
177. En el caso en concreto, de lo indicado tanto por la Sala Civil, como por el propio Tribunal Colegiado, está claramente establecido que ambos progenitores son aptos para ejercer la custodia de su hija.
178. Por lo tanto, el presente caso exige colocar a la niña en el centro de la discusión, de tal forma que se arribe a una determinación que garantice su derecho a vivir en familia, específicamente a convivir con su madre y su padre, en un contexto altamente discrepante entre los progenitores, en el que tal como fue mencionado por el Tribunal Colegiado, incluso han existido imputaciones penales entre éstos que hasta donde puede advertirse de autos no han trascendido jurídicamente. 
179. Ante dicho estándar de protección, esta Primera Sala ha establecido que, ante la existencia de situaciones en donde los desacuerdos personales hacen imposible la convivencia entre los progenitores, el Estado se encuentra obligado a encontrar mecanismos que garanticen el derecho de los niños, niñas y adolescentes a mantener relaciones personales y de trato directo con cada uno de sus progenitores de forma regular, asegurando así la continuación de la convivencia familiar. 

180. De esta forma, las instituciones relativas a la guarda y custodia y el derecho de visitas o régimen de convivencia son complementarias entre sí y garantizan, bajo estas situaciones extenuantes, el derecho de la persona menor de edad a vivir en familia y convivir con ambos progenitores, asegurando así el sano desarrollo de su personalidad. 

181. En efecto, a ambos progenitores se les reconoce el derecho de relacionarse con sus hijos tras la ruptura de la relación entre el padre y la madre, pero este derecho se actualiza de modos diversos: uno de los progenitores tendrá de manera ordinaria o habitual el contacto o convivencia diaria mediante la guarda y custodia, lo cual implica también el cuidado personal diario de los hijos y, el otro, tendrá un derecho de relacionarse con el menor de edad mediante el establecimiento de un régimen de visitas y convivencias modalizado según las circunstancias del caso. 

182. Ahora bien, esta Primera Sala ha establecido que para tomar decisiones respecto a la guarda y custodia —y en general respecto a las convivencias de los menores con sus padres— debe utilizarse un estándar de riesgo, según el cual, debe tomarse la decisión que genere la menor probabilidad de que las personas menores de edad sufran daños.

183. Por otro lado, debe recordarse que esta Primera Sala ha sostenido que es incuestionable que los padres que no tienen o no comparten la guarda y custodia tienen el derecho de visitas y convivencias con sus hijos menores de edad, en virtud de la patria potestad que ejercen sobre éstos. Con todo, el derecho de visitas y convivencias es primordialmente un derecho fundamental niños, niñas y adolescentes. En este sentido, los padres que no tienen ni comparten la guarda y custodia tienen un derecho a visitar y convivir con sus hijos e hijas pero tienen sobre todo el deber de hacerlo porque se los exige el derecho fundamental de los niños, niñas y adolescentes.

184. En la sentencia de amparo se observa que el Tribunal Colegiado indicó, entre otras cuestiones, que debe procurarse un equilibrio en la oportunidad de la niña de tener acercamiento con cada uno de sus progenitores.
185. Por lo tanto, el Tribunal Colegiado consideró prudente el cambio de guarda y custodia a fin de garantizar la posibilidad para la niña de integrar a la conformación de su personalidad la interacción cotidiana con su madre y así contribuir en su proceso de maduración que le permita lograr su cercanía con ambos padres, y propiciar una presencia afectiva de esas funciones simbólicas de ambos progenitores en su primera infancia.
186. Esta Primera Sala estima que el interés superior de la infancia implica una obligación reforzada para la autoridad jurisdiccional, de tal forma que en la toma de decisiones que afecten a niños y niñas no basta con que se tengan presentes cuáles son sus derechos, sino que, además, deben interpretarse y aplicarse adecuadamente, a fin de salvaguardar su sano desarrollo en todos los ámbitos posibles.
187. En ese sentido, esta Primera Sala estima que asiste razón al quejoso en cuanto a que debe garantizarse el derecho de la niña a emitir su opinión respecto a la determinación sobre su guarda y custodia y el régimen de visitas. 
188. En el caso en concreto, esta Primera Sala toma en cuenta que, al momento del inicio del juicio en primera instancia, la niña tenía dos años de edad. Es decir, se encontraba en la denominada primera infancia. A lo largo del proceso en las instancias judiciales ordinarias y el juicio de amparo, la niña ha alcanzado la edad de siete años. Por lo que, tales ciclos de la edad no deben ser obstáculo para garantizar el derecho de la niña a participar y a que su opinión sea tomada en cuenta, conforme a los estándares antes descritos.
189. Así, debe darse relevancia al hecho de que, al día de hoy la niña cuenta con siete años, por lo que podrá emitir un juicio propio sobre los hechos y la determinación que se tomará sobre su guarda y custodia. 
190. Es por ello que, para el caso concreto, esta Primera Sala considera como elemento fundamental del proceso, que se garantice a la niña este derecho a ser escuchada y que, en conjunto con la opinión que emita y el diverso material probatorio que obra en autos, se evalúe nuevamente al progenitor o progenitora que deberá tener su guarda y custodia, poniendo en el centro de esta determinación el sano desarrollo de la niña, eliminando cualquier estereotipo vinculado con la actividad profesional de su madre.
VII. DECISIÓN

191. En consecuencia, al haberse encontrado una incorrecta interpretación del Tribunal Colegiado respecto al derecho a la igualdad entre el hombre y la mujer en las relaciones familiares, así como del interés superior de la infancia y del derecho a la participación de la niña en la determinación respecto a su guarda y custodia y el régimen de visitas con la o el progenitor no custodio, lo procedente es revocar la sentencia y devolver los autos al citado tribunal, para los efectos siguientes: 
a) Analice nuevamente el asunto a la luz de las constancias que obran en autos y de la doctrina que ha sido desarrollada en esta ejecutoria, prescindiendo de atender a consideraciones respecto al vínculo fundamental entre la niña y su madre, por haber sido superadas por esta Primera Sala, así como eliminando cualquier estereotipo vinculado con la forma tradicional de maternidad o paternidad.
b) Tome en cuenta el principio de corresponsabilidad parental, conforme ha sido señalado en la presente ejecutoria a fin de analizar lo relativo al régimen de guarda y custodia y del régimen de convivencia.
c) Atienda al método de juzgar con perspectiva de género a fin de eliminar los estereotipos de género presentes en la sentencia de la Sala responsable (y que fueron identificados en esta ejecutoria) que le llevaron a estimar a la madre con falta de aptitud para el cuidado de la niña, al tener un trabajo en el ámbito público que le demanda tiempo y responsabilidad y, por el contrario, tome en consideración, conforme a lo señalado en la presente ejecutoria, si ésta cuenta con redes de apoyo o con algún tipo de arreglo de cuidado para la niña. 
d) Se escuche a la niña y se tome en cuenta su opinión respecto a la determinación de guarda y custodia y del régimen de convivencias con el progenitor o progenitora no custodia, tomando en cuenta los lineamientos desarrollados en la presente ejecutoria, así como la necesidad de verificar que la opinión esté libre de algún tipo de manipulación y que no impacte en la misma la falta de contacto con su progenitora no custodia. Asimismo, la opinión de la niña no podrá valorarse de manera aislada, sino a partir del restante material probatorio (tomando en cuenta para ello lo señalado en la presente ejecutoria en cuanto al vinculo existente entre la obligación de juzgar con perspectiva de género y el interés superior de la infancia, así como  la eliminación de estereotipos sobre la mujer trabajadora), garantizando en todo momento que la decisión a la que se arribe sea la que proteja en mayor medida su interés superior. 
e) Fije las medidas de convivencia apropiadas con el progenitor no custodio y, tomando en cuenta el contexto altamente discrepante entre la madre y padre de la niña, se les aperciba a fin de que eviten desacreditarse mutuamente y de que actúen en un ánimo constructivo para la niña. 
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.

SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, para los efectos precisados en la presente ejecutoria. 

Notifíquese; y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de cinco votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien anunció voto concurrente, el Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se reservó a formular voto concurrente, el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien anunció voto concurrente, el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien se reservó su derecho a formular voto concurrente, y la Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat (Ponente).

Firman la Ministra Presidenta y Ponente de la Primera Sala, con la Secretaria de Acuerdos, quien autoriza y da fe. 

PRESIDENTA DE LA PRIMERA SALA 

MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT

SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA
LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA
En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 110 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como en el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.[image: image1.png]



�La madre señaló que fue sin su consentimiento, ya que, en el mes de octubre de dos mil quince, el accionante aprovechó que ella estuvo en un curso de trabajo y se llevó a la hija a su domicilio y, posteriormente, se negó a reincorporarla. 


� En desacuerdo, la señora ********** promovió juicio de amparo indirecto (expediente **********). El Juez Primero de Distrito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, con residencia en Acapulco, Guerrero sobreseyó en el juicio, al estimar que la quejosa no agotó el principio de definitividad. La quejosa interpuso recurso de revisión (expediente **********), el cual fue resuelto el veintidós de junio de dos mil diecisiete en el sentido de confirmar la sentencia recurrida y sobreseer en el juicio de amparo indirecto. 


� Resuelto en sesión de seis de mayo de dos mil veinte, bajo la ponencia de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, por mayoría de cuatro votos, en contra del emitido por el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 


� El recurso se interpuso en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito en un juicio de amparo directo en materia civil, lo cual es competencia exclusiva de esta Primera Sala y no es necesaria la intervención del Tribunal Pleno.


� Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo:


III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter:


[…]


b) La contraparte del quejoso cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo; o tratándose de persona extraña al procedimiento, la que tenga interés contrario al del quejoso; […]”


� Se notificó a la parte tercera interesada el miércoles cuatro de septiembre de dos mil diecinueve, y surtió sus efectos el jueves cinco siguiente. Se descuentan de dicho plazo los días siete, ocho, catorce y quince de septiembre, de conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el inciso n) del Acuerdo Primero del Acuerdo General número 18/2013, de diecinueve de noviembre de dos mil trece, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación relativo a la determinación de los días inhábiles respecto de los asuntos de su competencia.


� Tesis aislada 1a. CL/2011. Novena Época. Registro: 161210. Derivada del amparo directo en revisión 1621/2010, resuelto el quince de junio de dos mil once, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 


� Tesis aislada 1ª XLVII/2011, Novena Época, Registro 162354, de rubro: “INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. ES UN PRINCIPIO DE RANGO CONSTITUCIONAL IMPLÍCITO EN LA REGULACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS MENORES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 4o. CONSTITUCIONAL”. Derivado del amparo directo en revisión 1187/2010, resuelto el 1 de septiembre de 2010, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Javier Mijangos y González.


� Tesis aislada 1ª LXXXIII/2015 (10ª), Décima Época, Registro 2008546, de rubro: “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR COMO ELEMENTO DE INTERPRETACIÓN EN EL ÁMBITO JURISDICCIONAL”. Derivada del amparo directo en revisión 2293/2013, resuelto el 22 de octubre de 2014, por mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.


� Tesis aislada1a. CCLVII/2014 (10a.), Décima Época,  Registro: 2006872, de rubro: “CONEXIDAD DE CAUSAS. FORMA EN QUE DEBE PROCEDER EL JUZGADOR FRENTE AL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR EN CONTROVERSIAS QUE INCIDEN EN SU GUARDA Y CUSTODIA”. Derivada del amparo directo en revisión 4474/2013, resuelto el 2 de abril de 2014, por mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.


� Comité de los Derechos del Niño, Observación general Nº 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), CRC/C/GC/14, 29 de mayo de 2013, párr.4.


� Ibidem, párr.40.


� Ibid, párr.48.


� Ibid, párr.52.


� Tesis Asilada 1a. XCVI/2012 (10a.), Décima Época, Registro: 2000799. de rubro “GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. EL ARTÍCULO 4.228, FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, INTERPRETADO A LA LUZ DEL INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES Y DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD PREVISTOS EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ES CONSTITUCIONAL”, Derivada del amparo directo en revisión 1573/2011, resuelto el 7 de marzo de 2012, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Tesis Aislada 1a. CLXIII/2011, Novena Época, Registro 161285, de rubro: “INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES Y ATRIBUCIÓN DE LA GUARDA Y CUSTODIA”. Derivada del amparo directo en revisión 1621/2010, resuelto el 15 de junio de 2011, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.





� Tesis aislada 1a. XCV/2012 (10a.), Décima Época, Registro 2000867, de rubro y texto: “PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE HOMBRES Y MUJERES. EL OTORGAMIENTO DE LA GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD NO DEBE ESTAR BASADO EN PREJUICIOS DE GÉNERO”.  Derivada del amparo directo en revisión 1573/2011, resuelta el 7 de marzo de 2012, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Resuelto el 7 de marzo de 2012, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Artículo 4.228. Cuando sólo uno de los que ejercen la patria potestad deba hacerse cargo provisional o definitivamente de la guarda y custodia de un menor, se aplicarán las siguientes disposiciones: 


I. Los que ejerzan la patria potestad convendrán quién de ellos se hará cargo de la guarda y custodia del menor; 


II. Si no llegan a algún acuerdo, el Juez atendiendo a los elementos de prueba que obren en el sumario, con base en el resultado de las pruebas periciales en materia de psicología familiar que oficiosamente habrán de practicárseles y habiendo escuchado a la niña, niño o adolescente determinará: 


a) El otorgamiento de la guarda y custodia de menores de doce años quedará preferentemente al cuidado de la madre y atendiendo al interés superior de las niñas, niños y adolescentes. 


b) Derogado. 


c) Los mayores de doce años elegirán cuál de sus padres deberá hacerse cargo de ellos, si éstos no eligen el Juez decidirá


� Tesis Asilada 1a. XCVI/2012 (10a.), Décima Época, Registro: 2000799, de rubro “GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. EL ARTÍCULO 4.228, FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, INTERPRETADO A LA LUZ DEL INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES Y DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD PREVISTOS EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ES CONSTITUCIONAL”, Derivada el amparo directo en revisión 1573/2011. Sentencia de 7 de marzo de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Resuelto el 4 de diciembre de 2013, por mayoría de cuatro votos. Disidente: Ministro José Ramón Cossío Díaz, quien se reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Artículo 282. […] Los menores de doce años deberán quedar al cuidado de la madre, excepto en los casos de violencia familiar cuando ella sea la generadora o exista peligro grave para el normal desarrollo de los hijos. No será obstáculo para la preferencia maternal en la custodia, el hecho de que la madre carezca de recursos económicos […]


� Resuelto el 4 de diciembre de 2013, por mayoría de cuatro votos. Disidente: Ministro José Ramón Cossío Díaz, quien se reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 


� Artículo 260. El Juez en todo tiempo podrá modificar la determinación a que se refiere el Artículo anterior, atento a las nuevas circunstancias y a lo dispuesto en los artículos 423, 424 y 445, fracción III; pero siempre y aun tratándose de divorcio, los hijos e hijas menores de siete años, se mantendrán al cuidado de la madre hasta que cumplan esta edad, a menos que la madre se dedicare a actividades que atenten contra la moral y buenas costumbres, hubiere contraído el hábito de embriagarse o drogarse, tuviere alguna enfermedad contagiosa, o por su conducta ofreciere peligro grave para la salud, educación o la moralidad de sus hijos. Los convenios a que se refieren el artículo anterior y los artículos 273 y 282 de este Código, no comprenderán a los hijos menores de siete años”.


� Resuelto el 24 de abril de 2013, por mayoría de tres votos. Disidentes: Ministros José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 


� Artículo 414 Bis. La madre tendrá en todos los casos en que no viva con el padre de sus hijos, el derecho preferente de mantener a su cuidado a los que fueren menores de doce años, a menos que hubiese sido sentenciada por incurrir en conductas de violencia familiar, sea de las contempladas en el Código Civil o en el Código Penal como delitos de violencia familiar o equiparable a la violencia familiar, exista orden de restricción dictada por autoridad competente, que se dedicare a la prostitución, al lenocinio, hubiere contraído el hábito de embriaguez, drogadicción o cualquier otra adicción que pusiere directa o indirectamente en riesgo la estabilidad física o emocional del menor, tuviere alguna enfermedad contagiosa, o por su conducta antisocial ofreciere peligro grave para la salud o moralidad de sus hijos. Debiendo en todo caso el Juez, escuchar la opinión de los menores que han cumplido doce años, resolviendo siempre conforme al interés superior de éstos.


� Resuelto el 21 de noviembre de 2019, por mayoría de tres votos. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.


� Tesis jurisprudencial 1a./J. 53/2014 (10a.), Décima Época, Registro: 2006791, de rubro: “GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. LA DECISIÓN JUDICIAL RELATIVA A SU OTORGAMIENTO DEBERÁ ATENDER A AQUEL ESCENARIO QUE RESULTE MÁS BENÉFICO PARA EL MENOR [INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 4.228, FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO]”. 


� Tesis aislada 1a. LXV/2014 (10a), Décima Época, Registro: 2005628, de rubro: “GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. LA DECISIÓN JUDICIAL RELATIVA A SU OTORGAMIENTO DEBERÁ ATENDER A AQUEL ESCENARIO QUE RESULTE MÁS BENÉFICO PARA EL MENOR (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 260, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE SINALOA)”. Derivada del amparo directo en revisión 2252/2013, resuelto el 4 de diciembre de 2013, por unanimidad de cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Tesis Aislada 1a. XCV/2012 (10a.), Décima Época, Registro: 2000867. Derivada del amparo directo en revisión 1573/2011, resuelto el 7 de marzo de 2012, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Corte IDH. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, Considerando 5°. 


� Resuelto el 19 de febrero de 2020, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.


� Tesis aislada 1ª XCIX/2014 (10ª), Décima Época, Registro: 2005794, de rubro y texto siguientes: “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PAÍS DEBEN IMPARTIR JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. De los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 6 y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, "Convención de Belém do Pará", adoptada en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 1999 y, 1 y 16 de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la asamblea general el 18 de diciembre de 1979, publicada en el señalado medio de difusión oficial el 12 de mayo de 1981, deriva que el derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género. Así, el reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, que constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género, es decir, implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad. De ahí que el juez debe cuestionar los estereotipos preconcebidos en la legislación respecto de las funciones de uno u otro género, así como actuar con neutralidad en la aplicación de la norma jurídica en cada situación; toda vez que el Estado tiene el deber de velar porque en toda controversia jurisdiccional donde se advierta una situación de violencia, discriminación o vulnerabilidad por razones de género, ésta sea tomada en cuenta a fin de visualizar claramente la problemática y garantizar el acceso a la justicia de forma efectiva e igualitaria.”


� Véase el Protocolo para juzgar con perspectiva de género, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2020.


� Jurisprudencia 1ª/J. 22/2016 (10ª), Décima Época, Registro 2011430, de rubro y texto siguientes: “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un método en toda controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, a fin de verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa e igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; iii) en caso de que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; v) para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación por motivos de género”.


� Tesis aislada 1ª XXIII/2014 (10ª), Décima Época, Registro 2005458, de rubro y texto: “PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. SU SIGNIFICADO Y ALCANCES. El artículo 1o., párrafo último, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que queda prohibida toda discriminación motivada, entre otras, por cuestiones de género, que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas. En este sentido, el legislador debe evitar la expedición de leyes que impliquen un trato diferente e injustificado entre hombres y mujeres. A su vez, los órganos jurisdiccionales, al resolver los asuntos que se sometan a su conocimiento, deben evitar cualquier clase de discriminación o prejuicio en razón del género de las personas. Así, la perspectiva de género en la administración de justicia obliga a leer e interpretar una norma tomando en cuenta los principios ideológicos que la sustentan, así como la forma en que afectan, de manera diferenciada, a quienes acuden a demandar justicia, pues sólo así se puede aspirar a aplicar correctamente los principios de igualdad y equidad, ya que a partir de la explicación de las diferencias específicas entre hombres y mujeres, se reconoce la forma en que unos y otras se enfrentan a una problemática concreta, y los efectos diferenciados que producen las disposiciones legales y las prácticas institucionales”.


� Organización Internacional del Trabajo, Políticas de protección de la maternidad y de conciliación de la vida laboral y familiar, disponible en < https://www.ilo.org/global/topics/care-economy/parental-leave/lang--es/index.htm>


� “El Déficit en los cuidados y sus implicancias para la igualdad social y de género”, en El trabajo de cuidados:


una cuestión de derechos humanos y políticas públicas, ONUMUJERES, 2018, pp. 96 y 97 


� Resuelto el 14 de octubre de 2015, por mayoría de tres votos, en contra del emitido por el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ministro ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. Secretaria Auxiliar: Geraldina González de la Vega Hernández.


� “El Déficit en los cuidados y sus implicancias para la igualdad social y de género”, op.cit., pp. 96 y 97. 


� Ver la transcripción realizada en las páginas 72 a 76 de la sentencia de amparo que se analiza en el presente recurso de revisión. 


� Ver la transcripción realizada en la página 88 de la sentencia de amparo que se analiza en el presente recurso de revisión.


�“El Déficit en los cuidados y sus implicancias para la igualdad social y de género”, op.cit., p. 98. 


� Encuesta Laboral y de Corresponsabilidad Social 2012 (ELCOS 2012), realizada por el Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES), en coordinación con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), visible en: http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/101231.pdf


� Tesis aislada 1ª CCCVI/2013 (10ª), Décima Época, Registro 2004703, de rubro: “GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD Y RÉGIMEN DE CONVIVENCIA. SON INSTITUCIONES PARALELAS Y COMPLEMENTARIAS DIRIGIDAS A SALVAGUARDAR EL DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A LA CONVIVENCIA FAMILIAR EN CONTEXTOS DE CRISIS INTRAFAMILIAR”. Derivado del amparo directo en revisión 583/2013, resuelto el 11 de septiembre de 2013, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Tesis aislada 1ª VII/2018 (10ª), Décima Época, Registro 2016005, de rubro: “VISITA DE LOS MENORES A LA FAMILIA AMPLIADA, EN EL EXTRANJERO. ASPECTOS QUE DEBE TOMAR EN CUENTA EL JUZGADOR AL RESOLVER SOBRE LA AUTORIZACIÓN RELATIVA”. Derivado del amparo directo en revisión 4075/2016, resuelto el 15 de marzo de 2017, por mayoría de cuatro votos. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.


� Resuelto el 23 de agosto de 2017, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.


� Tesis aislada 1ª XLVI/2018 (10ª), Décima Época, Registro 2017070, de rubro: “OBLIGACIONES DE CRIANZA. CUANDO SE REVISE SU POSIBLE INCUMPLIMIENTO, NO PUEDE OBVIARSE LA EXISTENCIA DE UNA "DOBLE JORNADA". Derivado del amparo en revisión 910/2016, resuelto el 23 de agosto de 2017, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.


� Artículo 9 


1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño.


[…]


3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 


4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, información básica acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultase perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias desfavorables para la persona o personas interesadas.


� Tesis aislada 1ª CCCLXVIII/2014 (10ª), Décima Época, Registro 2007795, de rubro: “DERECHO DE VISITAS Y CONVIVENCIAS. ES UN DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS MENORES DE EDAD”. Derivado del amparo directo en revisión 3094/2012, resuelto el 6 de marzo de 2013, por mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.


� Tesis aislada 1ª CCCLXIX/2014 (10ª), Décima Época, Registro 2007797, de rubro: “DERECHO DE VISITAS Y CONVIVENCIAS. SU CARACTERIZACIÓN COMO UN DERECHO-DEBER”. Derivado del amparo directo en revisión 3094/2012, resuelto el 6 de marzo de 2013, por mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.


� Tesis aislada 1ª CCCVIII/2013, Décima Época, Registro: 2004774, de rubro: “RÉGIMEN DE CONVIVENCIA O DERECHO DE VISITAS. ELEMENTOS A LOS QUE HA DE ATENDER EL JUEZ DE LO FAMILIAR AL MOMENTO DE MOTIVAR SU DECISIÓN”. Derivada del amparo directo en revisión 583/2013, resuelto el 11 de septiembre de 2013, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Tesis aislada1a. CLXXXIX/2013 (10a.), Décima Época, Registro 2003537. de rubro: “DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA. SU EJERCICIO NO SE PUEDE CONDICIONAR A CIERTA EDAD PREVISTA EN UNA LEGISLACIÓN (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 414 BIS DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN”, Derivada del amparo directo en revisión 2159/2012, resuelto el 24 de abril de 201, por mayoría de tres votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.


� Tesis de jurisprudencia 1a./J. 12/2017 (10a.), Décima Época, Registro 2013952. de rubro: “DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA. LINEAMIENTOS PARA SU EJERCICIO”. Derivada del amparo directo en revisión 648/2014, resuelto el 3 de junio de 2015, por unanimidad de cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.





� Tesis de jurisprudencia 1a./J. 12/2015 (10a.), Décima Época, Registro 2009010, de rubro: “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. EL EJERCICIO DEL DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS PROCEDIMIENTOS QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA INVOLUCRA UNA VALORACIÓN DE PARTE DEL JUEZ”. Derivada de la Contradicción de tesis 256/2014, resuelta el 25 de febrero de 2015, por mayoría de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.


� Tesis aislada 1a. LXXVIII/2013 (10a.), Décima Época, Registro 2003023, de rubro: “DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA. REGULACIÓN, CONTENIDO Y NATURALEZA JURÍDICA”. Derivada del amparo directo en revisión 2479/2012, resuelto el 24 de octubre de 2012, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.


� Observación General Nº 12 (2009). El derecho del niño a ser escuchado; 51º período de sesiones. Ginebra, 25 de mayo a 12 de junio de 2009. 


� Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 12, � NOTEREF _Ref318291097 \h  \* MERGEFORMAT ��218�, párr. 44.


� Ibidem, párrs. 28 y 29.


� Resuelto el 3 de junio de 2020, por mayoría de cuatro votos. Disidente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien se reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Francisco Calderón Gamboa. 


� Tesis aislada 1a. CVI/2015 (10a.), Décima Época, Registro: 2008642, “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU OPINIÓN EN UN PROCESO JURISDICCIONAL QUE LE AFECTE NO TIENE FUERZA VINCULANTE PARA EL ÓRGANO QUE CONOCE DEL ASUNTO”. 


� Tesis aislada 1a. CVII/2015 (10a.), Décima Época, Registro 2008641, “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. LA OPINIÓN DE UN MENOR EXPRESADA EN UN PROCESO JURISDICCIONAL DEBE SER CUIDADOSAMENTE VALORADA A FIN DE EVITAR QUE SEA MANIPULADA”. 


� Resuelto en sesión de 10 de febrero de 2016, por unanimidad de cinco votos. Ministro Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.


� Resuelto el 23 de agosto de 2017, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.


� Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios, en los casos siguientes:


[…]


II. En favor de los menores o incapaces, o en aquellos casos en que se afecte el orden y desarrollo de la familia;


[…]





8
7

